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En el Informe Jurídico se analiza un proceso laboral sobre cese de actos 

de hostilidad, iniciado por la señora Nilda Raquel Navarro Chivilchez en 

contra de la Red Asistencial de Ica – Essalud. En el proceso se debía 

determinar si los actos del empleador habían incurrido en hostilización y 

ordenar su cese. Estos actos de hostilidad que señala la demandante 

tienen su origen en la emisión de dos resoluciones administrativas, que 

ordenan el desplazamiento y el retorno a su centro de labores de origen. 

Por lo que indica en su pretensión la ejecución de la resolución N° 352-

2014 y dejar sin efecto la resolución N° 504-2014. 

El Primer Juzgado Especializado de Trabajo Permanente resolvió 

declarando Infundada la demanda, bajo el fundamento de que el 

desplazamiento de la trabajadora y su retorno al centro de origen no le 

había ocasionado un perjuicio a la demandante, ya que retornaba al 

centro de labores donde estuvo prestando servicios los últimos cuatro 

años y que se encontraba a pocos minutos de su domicilio. Asimismo, 

considera que la parte demandada ordenó el retorno de la trabajadora por 

necesidades de servicio en uso del Ius Variandi, lo cual considera que ha 

sido un motivo justificado. Por último señala que se evidencia que la 

demandante mantiene su misma categoría y remuneración, por lo que no 

hay tampoco un perjuicio en ese aspecto. 

La Segunda Sala Civil de Ica revocó la sentencia de primera instancia y 

reformándola la declaró Improcedente, bajo el fundamento de que la 

demandante no ha cumplido con tipificar cuál es el acto de hostilidad, ya 

que en realidad lo que la actora pretende es que se deje sin efecto una 

resolución administrativa y se ejecute otra, por ende no cumple con 

tipificar el acto de hostilidad, por lo que dichas pretensiones se deberían 

dilucidar en la vía del proceso contencioso administrativo. Asimismo, la 

demandante no cursó la carta al empleador al momento de que se emitió 

la resolución que pretende dejar sin efecto, por lo que incurre en falta de 

interés para obrar al no agotar la vía administrativa previa. 

Interpuesto el Recurso de Casación, la Segunda Sala de Derecho 

Constitucional y Social Transitoria declaró improcedente el recurso 

planteado por no cumplir con los requisitos de procedencia que señalan 

los incisos 2) y 3) del Art. 36 de la Ley N° 29497. 



INDICE 

 

1. Relación de los hechos principales expuestos por las partes 

intervinientes del proceso......................................................................……..1 

1.1 Demanda ................................................................................................... 1 

1.2 Calificación ............................................................................................... 3 

1.3 Contestación de la demanda ................................................................... 3 

1.4 Audiencia de conciliación ........................................................................ 5 

1.5 Audiencia de juzgamiento ....................................................................... 6 

1.6 Sentencia del Juez Especializado de Trabajo ........................................ 6 

1.7 Recurso de apelación ............................................................................... 7 

1.8 Sentencia de Sala ..................................................................................... 9 

1.9 Recurso de casación .............................................................................. 10 

1.10 Resolución de la Corte Suprema ......................................................... 11 

2. Identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del 

expediente ..................................................................................................... 11 

2.1 ¿Cumplió la demandante con tipificar adecuadamente la causal de 

hostilidad invocada? .................................................................................... 11 

2.2 En el caso que se hubiera invocado la causal de desplazamiento 

injustificado ¿cumplió con acreditar plenamente esta causal? ............... 12 

2.3 ¿Cumplió el recurso de casación los requisitos de admisibilidad y 

procedencia   para ser concedido?............................................................. 13 

3. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas en el proceso y 

los problemas jurídicos identificados ........................................................ 14 

3.1 Respecto a las resoluciones emitidas .................................................. 14 

3.1.1 Del Juez Especializado ....................................................................... 14 

3.1.2 De la Sala .............................................................................................. 14 

3.1.3 De la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema .................. 15 

3.2 Respecto a los problemas jurídicos del expediente ............................ 15 

3.2.1 ¿Cumplió la demandante con tipificar adecuadamente la causal de 

hostilidad invocada? .................................................................................... 15 

3.2.2 En el caso que se hubiera invocado la causal de desplazamiento 

injustificado ¿cumplió con acreditar plenamente esta causal? ............... 20 



3.2.3 ¿Cumplió el recurso de casación los requisitos de admisibilidad y 

procedencia para ser concedido?............................................................... 24 

4. Conclusiones ............................................................................................ 27 

5. Bibliografía ................................................................................................ 28 

6. Anexos ....................................................................................................... 29 

 



I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR 

LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

 

1.1. Demanda 

 

El proceso se inicia con la interposición de la demanda por parte de Nilda 

Raquel Navarro Chivilchez contra la Red Asistencial Ica ESSALUD, con 

la finalidad de que se ordene el cese de hostilidades que se viene 

ejerciendo en contra de ella, a través de actos administrativos que la 

agravian como mujer trabajadora. 

 

Petitorio 

- No ejecutar su desplazamiento con carácter de permanente ordenado 

por resolución de fecha 04 de julio de 2014, con destino al área de 

Almacén de la Red Asistencial Ica y desviar su ejecución colocándola 

en el cargo de manejo y administración del Fondo Fijo de la Oficina de 

Finanzas. 

- Asimismo, solicita que se ordene dejar sin efecto la Resolución N° 504-

GRA-ICA-ESSALUD-2014 de fecha 05 de septiembre de 2014, la que 

sin tener un sustento legal para declarar sin efecto el primero acto 

resolutivo indicado en el punto anterior, dispone su retorno al CAP 

Macacona de donde había sido desplazada, ordenando la vigencia en 

su integridad de la resolución indicada en el punto anterior. 

 

Fundamentos de hecho:  

▪ La demandante sostiene que viene prestando servicios al interior de la 

Red Asistencial – Ica – Seguro Social de Salud- Essalud de Ica de 

manera responsable y armoniosa, desde el 01 de marzo de 1997, 

ostentando el cargo de Técnico II Administrativo y de apoyo Nivel T-2  

▪ A partir de diciembre de 2013, la tranquilidad con la cual trabajaba se 

comenzó a debilitar. Sin embargo, ésta se intensificó en febrero de 

2014 con la llegada de la Carta N° 248-DRH-OA-GRA-ICA ESSALUD-

2014, la cual pedía el desplazamiento de la recurrente del CAP. I 

Macacona hacia el área de Almacén del Hospital IV “Augusto 

Hernández Mendoza”, petición que tenía origen en una Carta de 

diciembre de 2013, sustentada en las constantes quejas de los 

trabajadores y asegurados del mencionado CAP.  

▪ En cumplimiento de la citada Carta, la Gerencia solicita evaluar al 

personal e informar, razón por la cual mediante una Carta del 04 de 

febrero de 2014, se informa a la Gerencia que la demandante 

reemplazará a la servidora María del Carmen García de Misaray, quien 

pasará al cargo de manejo y administración del Fondo Fijo de la Oficina 

de Finanzas.   



▪ Posteriormente, se le da conocimiento a la Jefa de Dirección de 

Recursos Humanos que el desplazamiento de la recurrente se 

materializará al Almacén del Hospital IV “Augusto Hernández Mendoza 

de Ica”.    

▪ Es por ello, que en cumplimiento de dicho acuerdo, se emite la 

Resolución N°352-GRA-ICA-ESSALUD-2014 por la cual se resuelve 

desplazar la recurrente de forma permanente a partir del 04 de julio de 

2014 de su centro de trabajo al hospital antes mencionado.  

▪ Sin embargo, lejos de cumplir con dicha resolución, el director de dicho 

hospital solicitó al Gerente de la Red Asistencia Ica que se emita otra 

resolución, en la cual la demandante se haga cargo del Fondo Fijo 

Renovable.  

▪ Es por ello, que, en defensa de sus derechos sociales, la recurrente 

cursó una carta notarial hacia el Gerente con la finalidad de que cesen 

los actos de hostilidad del cual era objeto. Contrario a dicha petición, 

el Gerente se limitó a solicitar que la demandante pruebe los actos de 

hostilidad y emitió una Resolución por la cual resolvió dejar sin efecto 

la Resolución N° 352-GRA-ICA-ESSALUD-2014 de desplazamiento 

permanente.   

▪ De acuerdo con el Reglamento Interno de Trabajo que rige a la 

demandante, ese tipo de desplazamientos permanente requiere de 

una serie de condiciones, trámites y niveles de aprobación, 

condiciones que se obviaron cuando se dejó sin efecto la resolución 

antes mencionada en perjuicio de la demandante.  

 

Fundamentos de derecho:  

▪ Artículo 2° inc.2, 7°, 22° y 23° de la Constitución Política del Perú  

▪ Artículo 30°, 35° y 36° del Decreto Supremo N°003-97 TR 

▪ Artículo 2° inc. d) y 6° de la Ley N°29497, Nueva Ley Procesal del 

Trabajo 

 

Medios Probatorios:  

▪ Copia de la Carta N° 1148-OCPYAP-GRA-ICA-ESSALUD 2013  

▪ El mérito de la Carta N° 055-COA HIVAHM-RAICA-ESSALUD-2014  

▪ Fotocopia de la Carta N° 266-DHIV-AHM-GRA ICA ESSALUD 2014 

▪ Copia de la Carta N° 248-DRH-GRA-ICA ESSALUD 2014 

▪ Copia de la Carta N° 373-GRA-ICA-ESSALUD 2014 

▪ Copia de la Carta de fecha 07 de julio de 2014 

▪ Copia de la Carta N° 078-CAP MACACONA-OCP-REICA-ESSALUD-

2014 

▪ Constancia de fecha 02 de agosto 

▪ Copia de la Carta N° 1515-DHIV-AHM-RAICA-ESSALUD 2014 

▪ Copia de la Carta Notarial de fecha 15 de agosto de 2014 

▪ Copia de la Carta N° 1802-GRA-ICA-ESSALUD-2014 



▪ Copia de la Resolución N°504-GRA-ICA ESSALUD-2014  

▪ Hoja de Asistencia del CAP MACACONA 

 

1.2. Calificación 

 

Ante lo expuesto, el Primer Juzgado Especializado de Trabajo emite la 

resolución de fecha 24 de septiembre de 2014, mediante la cual se declara 

inadmisible la demanda por no adjuntarse la papeleta de habilitación del 

abogado; en consecuencia, se otorga el plazo de 05 días a fin de que 

subsane la omisión advertida. 

 

Cumplido el mandato, se emite la resolución N° 02 mediante la cual se 

admite a trámite la demanda en la vía del proceso ordinario; en 

consecuencia, se corre traslado de la misma a la otra parte a fin de que 

cumpla con contestar. De igual forma, se fija fecha para la audiencia de 

conciliación en la que deberá presentarse el escrito respectivo. 

 

1.3. Contestación de la demanda 

 

Válidamente notificada, la entidad Seguro Social de Salud – Essalud, Red 

Asistencial de Ica, debidamente representada por su Apoderado Judicial, 

con fecha 10 de noviembre de 2014 contesta la demanda interpuesta, 

solicitando que la misma sea declarada infundada en todos sus extremos, 

para lo cual sustenta los siguientes fundamentos de hecho:  

 

▪ No es cierto que luego de su traslado se hayan materializado actos a 

sus espaldas por cuanto estos no han sido actos administrativos sino 

más bien actos de administración interna destinados a regular el 

normal funcionamiento de la entidad de servicio de salud, y brindar las 

atenciones de salud a los asegurados, por lo que no era necesario que 

sean de conocimiento de la demandante. 

▪ Las decisiones tomadas se han realizado por el interés institucional y 

no por actos de hostilización. Asimismo, se ha respetado a la condición 

de mujer de la demandante y su nivel de carrera alcanzado, así como 

los méritos y reconocimientos en su desempeño laboral. 

▪ La demandante no ha probado de manera objetiva actos de 

hostilización y que su traslado de retorno al Centro de Atención 

Primaria I “Macacona” la haya agraviado como mujer. 

▪ Que haciendo uso de la facultad ius variandi, la figura de poder de 

dirección que posee el empleador, y en el marco de sus atribuciones y 

disposiciones, ha adaptado a la demandante de acuerdo con las 

necesidades del servicio acreditadas objetivamente, pues surgió una 

necesidad impostergable en el Centro de Atención Primaria I de 

Macacona de contar con sus servicios, y la trabajadora María del 



Carmen García Mayuri a quien tenía que reemplazar la demandante 

en el área de almacén, permanecía en su puesto de trabajo, esta 

causal de reemplazo queda sin efecto, pues no podían permanecer 02 

servidores en el área de almacén que realicen las mismas funciones 

por lo que se generó la Resolución N° 504-GRA-ICA-ESSALUD-2014 

que es materia de controversia. 

▪ Esta nueva necesidad obliga a la demandada, bajo el criterio de 

razonabilidad y proporcionalidad, a disponer la variación del lugar de 

trabajo de la servidora.  

▪ Asimismo, se le ha garantizado el mantenimiento de su nuevo cargo, 

nivel y categoría, sin alteración en su remuneración o situación como 

trabajadora a plazo indeterminado, retornando a laborar en el Centro 

de Atención Primaria I de Mancacona. Por tanto, no se le ha vulnerado 

ningún derecho fundamental. 

▪ No es cierto que estos actos de administración le hayan causado daño 

psíquico y moral, pues el trasladarla al Centro de Atención Primaria I 

de Macacona, mediante la resolución de fecha 04 de julio de 2014, no 

fue por el motivo de ser considerada como no apta para desarrollar 

labores en área de almacén del Hospital IV “Augusto Hernández 

Mendoza” de Ica, sino que surgió un interés institucional y una 

necesidad de servicio objetiva que está demostrada y contenida en la 

Carta N° 059-CAP-MACACONA-OCP-GRA-ICA-ESSALUD-2014, del 

04 de agosto de 2014, mediante el cual el Jefe Coordinador del Centro 

de Atención Primaria I de Macacona, sustenta su retorno. 

▪ Ello aunado a que su jefe inmediato la considera como una trabajadora 

eficiente, responsable, respetuosa, colaboradora e identificada con la 

institución de acuerdo con la constancia de fecha 02 de agosto de 

2014. Además, se debe tener en cuenta que desapareció la necesidad 

de servicio de haber sido desplazada al Área del Almacén, por cuanto 

la servidora María del Carmen García Mayuri, a quien iba a reemplazar 

la actora, continúa trabajando en este servicio tal como lo ha informado 

la jefe de la División de Recursos Humanos de la Red Asistencial de 

Ica, mediante correo electrónico de fecha 24 de octubre de 2014. 

▪ En ese sentido, no es cierto que para otorgar las funciones de retorno 

en el Centro de Atención Primaria se haya basado en informaciones 

no probadas, cuyo dicho subjetivo, no ha probado la demandante, a 

diferencia de la entidad que sí ha probado de manera objetiva la 

necesidad de servicio, realizado de manera razonada y proporcional 

explicado precedentemente, respetando sus derechos laborales. 

▪ Es por todo lo expuesto que, la demandada no ha irrogado perjuicios 

ni daño alguno a la interesa, únicamente ha hecho uso del Ius Variandi 

como empleador. 

 

Fundamentos de derecho: 



 

▪ Artículo 30° inc. c) e inc. f) del Decreto Supremo N°003-97-TR 

 

Medios Probatorios:  

▪ Contrato Personal N°283 

▪ Resolución N°407-GRA-ICA-ESSALUD-2013 

▪ Resolución N°495-GRA-ICA-ESSALUD-2011 

▪ Resolución N°504-GRA-ICA-ESSALUD-2014 

▪ Informe de la Carrera Administrativa  

▪ Resolución N°230-GRA-ICA-ESSALUD-2011 

▪ Sendas solicitudes de desplazamiento a Centro Asistencial de Ica  

▪ Expediente Administrativo que dio origen a la Resolución N°352-GRA-

ICA-ESSALUD-2014 

▪ Informe de Carrera Administrativa emitido por el Coordinador del 

Centro de Atención Primaria I de Macacona  

▪ Constancia emitida por el Coordinador del Centro de Atención I 

Macacona  

▪ Cuadro Normativo de Personal 

▪ Email emitido por la División de Recursos Humanos de Ica de fecha 

24 de octubre de 2014. 

▪ Resolución de Presidencia Ejecutiva N° 139-PE-ESSALUD-99 

 

1.4. Audiencia de Conciliación 

 

El 10 de noviembre de 2014, se llevó a cabo la Audiencia de Conciliación 

a la cual concurrió tanto la parte demandante como demandada, en la cual 

se desarrolló los siguientes actos procesales: 

 

▪ Conciliación: En este estado la señora Juez invita a las partes a 

conciliar sus posiciones total o parcialmente; sin embargo, estas no 

arriban a ningún acuerdo por el que se da por fracasada esta etapa. 

 

▪ Determinación de las pretensiones materia de juicio: Determinar si 

es procedente declarar el cese de hostilidades que se viene 

ejerciendo con su persona, empleando actos administrativos que 

agravian su condición de mujer trabajadora. 

 

▪ Posteriormente, la entidad demandada presenta el escrito de 

contestación y sus anexos, ante lo cual el Juez tiene por contestada 

la demanda y por ofrecidos los medios probatorios. 

 

De esta forma, se da por concluido la Audiencia y se fija fecha y hora para 

la Audiencia de Juzgamiento. 

 



1.5. Audiencia de Juzgamiento 

 

Con fecha 12 de diciembre de 2014, comparecieron ante el Primer 

Juzgado Especializado de Trabajo de la Sede de Santa Margarita, las 

partes debidamente asesoradas por sus abogados, seguidamente la 

señora Juez informa sobre las reglas de conducta, iniciada la Audiencia, 

procede su desarrollo: 

 

Etapa de confrontación de posiciones  

 

La demandante hace una breve descripción oral de las pretensiones de la 

demanda y de los fundamentos de hecho que la sustentan. 

Posteriormente, el representante de la entidad demandada expone de 

manera breve los hechos que sustentan el petitorio de la accionante. 

 

Determinación de hecho 

 

Posteriormente se procedió a realizar la etapa de actuación en la cual se 

determinó: 

- Hechos que no requieren prueba: 

o Con vínculo laboral vigente 

o Que la actora ingresó a laborar el 01 de marzo de 1997. 

o Cargo desempeñado Técnico II Administrativo y actualmente se 

desempeña en la CAP Macacona Ica 

- Hechos que requieren prueba: 

o No ejecutar su desplazamiento con carácter de permanente 

ordenado por Resolución N° 352 – GRA – ICA – ESSALUD – 

2014 de fecha 04 de julio de 2014, con destino al área del 

almacén de la Red asistencia Ica y desviar su ejecución, 

colocándola en el cargo de manejo y administración del fondo 

fijo de la Oficina de Finanzas. 

o Se ordene dejar sin efecto la resolución N° 504-GRA – ICA- 

ESSALUD – 2014 de fecha 05 de septiembre de 2014, la que 

sin tener un sustento legal para declarar sin efecto el primer acto 

resolutivo dispone su retorno al CAP MACACONA de donde 

había sido desplazada. 

 

- Admisión y actuación 

 

Finalmente, se procedió con la admisión y actuación de medios 

probatorios ofrecidos por las partes. 

De esta forma se da por concluida la audiencia.  

 

1.6. Sentencia del Juez Especializado de Trabajo 



 

El 19 de diciembre de 2014, el Primer Juzgado Especializado de Trabajo 

expidió sentencia y resolvió declarar INFUNDADA la demanda sobre cese 

de actos de hostilidad; sin costas ni costos. 

 

Esta sentencia se sustenta principalmente en lo siguiente: 

▪ A la demandante no se le ha trasladado a que preste servicios a un 

lugar geográficamente distinto, sino que se le ha retornado a su puesto 

de origen a prestar servicios como Técnico de Servicio Administrativo, 

lo que evidentemente no le va a causar perjuicio si se tiene en cuenta 

que es la plaza que se le asignó luego de su traslado de la ciudad de 

Nasca a Ica, por lo que analizando todo ello no se aprecia que la 

intención de la emplazada haya sido perjudicarla psíquica y 

moralmente. 

▪ Del conjunto de los medios probatorios se puede concluir que la 

decisión adoptada por la entidad empleadora se encontró justificada 

en razón de que su retorno al Centro de Atención Primaria se debió a 

razones objetivas de necesidad de servicio. Asimismo, se debe 

agregar que la demandante tenía conocimiento de cuál era su cargo 

de origen y cuáles eran las labores para las cuales fue contratado y el 

hecho de que se haya dispuesto temporalmente apoye en un área del 

Almacén no puede en modo alguno entenderse como una variación de 

su plaza y cargo desempeñado ya ello obedeció a una causa 

justificada. 

▪ En conclusión, la modificación de horarios, rotación de personal, 

traslados y otras acciones son manifestaciones de la facultad de 

dirección del empleador previstas por el ordenamiento jurídico; las 

mismas que deben sujetarse al principio de razonabilidad lo que 

evidencia que la decisión de la demandada de retornar a la accionante 

al CAP Macacona constituye una manifestación de la facultad de 

dirección de la emplazada, por lo que no se configura actos de 

hostilidad en este caso. 

 

1.7. Recurso de apelación  

 

No conforme con lo resuelto, con fecha 26 de diciembre de 2014, la 

demandante interpone recurso de apelación contra la sentencia que 

declara infundada la demanda, por considerar que esta habría incurrido 

en varios vicios procesales que atentan contra el principio protector, 

principio de razonabilidad y principio de igualdad, sustentándose en los 

siguientes argumentos: 

Fundamentos de hecho 

 

➢ Principios Laborales transgredidos 



✓ Cuando por decisión unilateral, el empleador dejó sin efecto la 

Resolución que resolvía el desplazamiento de la demandante, 

disponiendo por otro acto administrativo su retorno al establecimiento 

en donde laboraba, se ha vulnerado el principio protector al no 

disminuir la desigualdad entre las partes que conforman el vínculo 

laboral.  

✓ La Resolución impugnada ha inaplicado el principio de razonabilidad 

al no desarrollar conforme a la razón, por no guiar su decisión por el 

desenvolvimiento del vínculo laboral.  

✓ La Constitución Política del Perú regula el principio de igualdad en el 

campo laboral, el cual consiste en la igualdad de oportunidades sin 

discriminación, este principio fue vulnerado cuando el demandando le 

negó a la recurrente ejecutar su desplazamiento al área de Almacén.  

 

➢ Contradicciones 

✓ La resolución impugnada no contiene los elementos de una debida 

interpretación y razonamiento, no es suficiente citar el dispositivo legal 

en el que se ampara.  

✓ La pretensión tiene por objeto el hecho de que la demandada se niega 

a dar cumplimiento a un acto administrativo, no está referida a un 

incumplimiento de las obligaciones contractuales laborales como 

aparece en la resolución impugnada. 

✓ Sobre los actos de hostilidad señalados en la resolución impugnada, 

la demandante no está cuestionando el poder de dirección de la 

empleadora, sino la negativa de ejecutar una decisión administrativa 

propia de ella. 

✓ El artículo 50° del D.S. N°001-96 TR que aparece en la resolución 

impugnada no es aplicable al caso puesto que, el punto controvertido 

no se sustenta en no querer aceptar el desplazamiento, sino que la 

empleadora no ha querido ejecutar el desplazamiento, por ende se 

está fallando sobre una cuestión no planteada.  

✓ La facultad de Ius Variandi como determina la Juzgadora, no se 

encuentra regulado con el principio de razonabilidad, ello evidencia el 

perjuicio a la recurrente, por lo que no existe una motivación adecuada 

que garantice una recta administrativa de justicia. 

✓ Si bien la documentación que se señala en el considerando (medio 

probatorio ofrecido, aprobado y actuado por la demandada) se ha 

elaborado a los 30 días calendarios posteriores al desplazamiento de 

la demandante, sin embargo, los actos administrativos contenidos en 

esos documentos hacen presumir que son los únicos que la Juzgadora 

ha tenido en cuenta al emitir sentencia.  

✓ La Juzgadora se pronunció respecto de los medios impugnatorios 

ofrecidos, aprobados y actuados por la demandada, sin embargo, por 

cuanto omite el documento referido a la designación de la servidora 



que reemplazaría la demandante, evidencia que no ha valorado los 

documentos presentados por esta parte y por ello, se presume que la 

decisión procesal ya estaba orientada a la negativa de la demanda.   

✓ La hostilización a la demandante por la inejecución de su 

desplazamiento y los actos propios de hostilización por su empleador 

en los medios escritos y en la audiencia de juzgamiento, son causales 

por la cual la sentencia incurre en nulidad.  

✓ La referencia de que no se precisa cual sería el perjuicio a la 

demandante en la resolución impugnada, acredita la existencia de un 

criterio subjetivo en la propia. 

✓ Es por todo lo expuesto, que al no haberse efectuado un correcto 

análisis respecto de la pretensión y el acto administrativo que se ha 

negado a ejecutar, se ha incurrido en vicio que deviene en nulidad de 

la sentencia impugnada.  

 

1.8. Sentencia de la Sala 

 

Es así como el 26 de marzo de 2015, la Segunda Sala Civil de la Corte 

Superior resolvió REVOCAR la sentencia apelada y REFORMÁNDOLA 

declararon IMPROCEDENTE la demanda, sin perjuicio de dejar a salvo el 

derecho de la actora para que lo haga valer conforme a ley. 

 

Esta decisión se centra en lo siguiente: 

▪ No se ha expuesto en cuál de los supuestos previstos en el artículo 

30° del DS 003-97-TR se subsume la conducta atribuida al 

empleador, catalogada como actos de hostilidad por la actora, por 

tanto no ha tipificado la demandante la causal de hostilidad que 

invoca. 

▪ Entonces, no se ha respetado el principio de tipicidad al formular la 

demanda, por lo que no existe claridad respecto de los actos de 

hostilidad en que habría incurrido su empleador. 

▪ La demandante no ha cumplido con señalar ni sustentar el acto de 

hostilidad incurrido por su empleador y se advierte que se ha 

pretendido hacer ver como acto de hostilidad, la expedición e 

inejecución de actos administrativos por lo que se advierte que no 

existe conexión lógica entre los hechos y el petitorio 

▪ Al no haber cumplido con señalar ni sustentar con arreglo a ley, el 

acto de hostilidad en que habría incurrido su empleador se 

evidencia que no existe conexión lógica entre los fundamentos de 

hecho con el petitorio de la demanda, por lo que la demanda debe 

ser declarada improcedente. 

 

 

 



1.9. Recurso de casación 

 

Contra lo resuelto, la demandante interpuso recurso de casación, 

invocando como causales: 

 

▪ De la resolución materia de impugnación se evidencia la carencia de 

una motivación adecuada para resolver el conflicto de intereses por 

cuanto se han reproducido los fundamentos del Juez y de la apelación, 

por lo que se evidencia la transgresión al artículo 12° de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial. 

Asimismo, se advierte la insubsistencia de la resolución por cuanto los 

hechos bajo controversia tienen como efecto sustantivo el cese de 

actos de hostilización, situación muy diferente al despido directo o 

indirecto, más aún cuando se ha acreditado que la demandante 

mantiene el vínculo laboral con la demandada; en consecuencia, se 

tergiversa el vínculo laboral, configurándose una sentencia extra 

petita. 

▪ De igual forma, en la resolución impugnada se contraviene el principio 

del debido proceso por cuanto resulta improcedente que citando las 

exigencias que dispone el Decreto supremo N° 093-97-TR se 

determine por el colegiado que la vía judicial para el caso es la 

contenciosa administrativa lo cual resulta inadmisible por la variación 

procedimental que existe en esta vía. 

▪ Si bien en el petitorio no se ha consignado específicamente el inciso 

del artículo 30 del D.S. 0133-97-TR en el que se ampara la pretensión, 

ello no constituye una transgresión al principio de tipicidad como se 

argumenta, pues es más bien la autoridad superior quien ha incurrido 

en transgresión al principio del iura novit curia de aplicación al proceso 

de carácter laboral. 

En consecuencia el colegiado ha omitido en su decisión de actuar 

aplicando el principio ya mencionado, pues resulta sustancialmente 

claro que el objeto de la pretensión radica en que la demandada no ha 

querido ejecutar lo que ordena la resolución administrativa que tiene el 

carácter de permanente. 

▪ Reitera que se ha tergiversado el verdadero objeto de la demanda, el 

cual es el cese de actos administrativos ejecutados por la patronal con 

afectación al principio de igualdad, al no ejecutar el desplazamiento de 

la actora con carácter permanente por el simple hecho de ser mujer, 

situación que ha sostenido y probado en la demanda. 

▪ En la sentencia de vista no se ha tenido en cuenta que en el supuesto 

de ser cierto el argumento de no existir la conexión alegada, entonces, 

habría sido de aplicación lo que ordena el artículo 184° inciso 10) de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial disponiendo que se exija a la 



demandante precisar su pretensión al observar en la instancia superior 

deficiencia o confusiones en la demanda. 

 

1.10. Resolución de la Corte Suprema 

 

Ante lo expuesto, se remite el expediente a la Sala Constitucional y Social 

de la Corte Suprema, la misma que con fecha 09 de diciembre de 2016, 

resolvió declarar IMPROCEDENTE el recurso de casación, concluyendo 

de esta forma el proceso. 

 

- La resolución de la Corte Suprema resolvió rechazar el recurso de 

casación considerando que la recurrente no ha descrito con claridad ni 

precisión las supuestas infracciones normativas, ni tampoco ha 

demostrado las incidencias directas de la misma sobre la decisión 

impugnada, por tanto no se ha cumplido con los requisitos legales. 

 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

En el presente caso se advierte la interposición de una demanda laboral con 

la intención de que se ordene el cese de actos de hostilización laboral, por lo 

que de los hechos y medios probatorios ofrecidos a lo largo del expediente 

se ha podido determinar como problemas jurídicos del expediente los 

siguientes: 

 

2.1. ¿Cumplió la demandante con tipificar adecuadamente la causal de 

hostilidad invocada? 

 

El derecho al trabajo involucra tanto al derecho a adquirir un empleo, como al 

de mantener el mismo. Es a razón de ello, que el ordenamiento jurídico en 

materia laboral brinda garantías al trabajador tras considerar que se encuentra 

en desventaja frente a su empleador. A juicio de Blancas (2013), el aspecto o 

manifestación del derecho del trabajo “Se traduce en una fórmula que podría 

ser la siguiente: todo trabajador tiene derecho a conservar el empleo, salvo 

que hubiera una causa justa para privarle de él. Este principio de identifica 

como el de la estabilidad en el empleo”. (pág. 98). Derecho que se vería 

afectado de manera evidente con actos del empleador como son los de 

hostilización laboral que es materia de análisis en el expediente. 

 

Entonces, se considera como actos de hostilización a todas aquellas 

conductas del empleador que pudieran generar el incumplimiento de sus 

obligaciones derivadas del contrato de trabajo y que pueden motivar su 

extinción, por lo que incluso es denominado como una forma de despido 



indirecto; asimismo, se debe considerar que la norma sustantiva las ha 

establecido en un numerus clausus, de manera taxativa, las mismas que se 

encuentran establecidas en el artículo 30° del DL 728. Es así que los actos 

de hostilidad que para Alarcón Salas (2015) 

 

La hostilidad en el trabajo comprende a todas aquellas conductas 

realizadas por el empleador excediendo el uso regular y razonable 

de su poder de dirección. Esta facultad habilita al empleador a 

dirigir, fiscalizar y sancionar los servicios brindados por los 

trabajadores y está sujeta a límites, como el respeto a los derechos 

constitucionales de los trabajadores y las condiciones de trabajo 

pactadas en convenios colectivos, contratos de trabajo u otros 

acuerdos que mantenga con los trabajadores. 

Cuando un empleador transgrede la razonabilidad y los límites del 

poder de dirección, puede cometer un acto de hostilidad. (pág. 103) 

Para que exista hostilidad la conducta irregular debe provenir de personas 

con autoridad y/o que tengan a su cargo trabajadores (por ejemplo, 

supervisores, jefes, gerentes) y que por tanto, en cierta medida, representan 

al empleador 

 

En ese sentido considero primordial en el presente caso determinar si la 

demandante precisó de manera adecuada el supuesto de hostilización 

laboral que se configura en el caso en concreto para determinar si la misma 

no se encuentra inmersa en algún supuesto de improcedencia. Ello por 

cuanto es necesario que en los procesos se realice primero el filtro de 

procedencia de la demanda para determinar si concurren elementos de la 

relación jurídica procesal y que la misma no se encuentre en un supuesto que 

genere la improcedencia de la demanda, tal como sucedió en el caso en 

concreto. 

 

2.2. En el caso que se hubiera invocado la causal de desplazamiento 

injustificado ¿cumplió con acreditar plenamente esta causal? 

 

Una vez realizado el análisis respecto a la determinación de la causal 

considero importante analizar si el supuesto de hostilización se encuentra 

debidamente acreditado en el proceso. Así se puede ver la controversia 

determinada por la contradicción de ambas partes en el sentido de determinar 

si se configuró o no un supuesto de hostilización laboral. Por un lado la 

demandante afirma: 

Que desde la fecha de mi ingreso a la entidad indicada, mis actividades 

las venía desarrollando en completa armonía y bajo toda 

responsabilidad al cargo designado, no sólo interiormente, sino 

también exteriormente mediante la atención debida a quienes 



concurrían a solicitar los servicios propios al objeto del Seguro; sin 

embargo esta tranquilidad comenzó a debilitarse a partir del mes de 

diciembre de 2013, evidenciando mayor gravedad en el mes febrero 

último, con el agravante de practicarse actos administrativos, con 

pleno desconocimiento de mi parte; pero, orientados a causarme daño 

no sólo moral, sino también perjuicio en mis actividades laborales.  

 

Por otro lado, la entidad demandada niega de manera categórica la 

configuración de cualquier acto de hostilización en contra de la 

demandante, señalando lo siguiente: 

 

No es exacta la forma como pretende presentar la actora a su 

empleador Essalud, pues mi representada no le ha causado daño 

moral ni perjuicio en sus actividades laborales, pues mediante 

Resolución N° 504-GRA- ICA-ESSALUD, que la había desplazado 

al área del Almacén del Hospital IV “Augusto Hernández Mendoza” 

de Ica, en la medida de que salió una necesidad de servicio del Jefe 

de Atención Primaria I de Macacona, para que retorne y la otra 

razón  que la trabajadora María del Carmen Mayuri a quien tenía 

que reemplazar la demandante en el área del almacén, permanecía 

en su puesto de trabajo, esta causal de reemplazo desapareció, 

pues no podían permanecer dos servidores en el área del almacén 

que realicen las mismas funciones. 

De esta forma se advierte la defensa que realiza la entidad frente a las 

imputaciones vertidas por la accionante, por lo que al ser un punto 

determinante en el desarrollo del expediente considero conveniente 

realizar el análisis respectivo. 

 

2.3. ¿Cumplió el recurso de casación los requisitos de admisibilidad y 

procedencia para ser concedido? 

 

Dentro del aspecto procesal considero determinante realizar el análisis 

respecto al recurso de casación presentado por la demandante, puesto 

que este medio impugnatorio por su naturaleza extraordinaria debe estar 

sujeto a una calificación previa antes de proceder a realizar la vista de la 

causa. En el presente caso se advierte que el mismo fue desestimado por 

considerar que no se cumplió con los requisitos de procedencia. De esta 

forma, al ser un medio impugnatorio con una naturaleza especial 

considero importante realizar el análisis respecto a verificar si se 

cumplieron con todos los requisitos. 

  

 



III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS EN EL PROCESO Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS. 

 

3.1. Respecto a las resoluciones emitidas 

 

3.1.1. Del Juez Especializado  

 

En primera instancia se advierte que el Juez Especializado de Trabajo 

emitió sentencia y declaró infundada la demanda de cese de actos de 

hostilización. 

 

Respecto a esta decisión debo señalar que considero que 

efectivamente no se configuraron actos de hostilización o que en todo 

caso ello no fue debidamente acreditado en el proceso por la 

demandante. Sin embargo, también considero que antes de realizar el 

análisis de fondo (de la pretensión) se debe verificar que concurran 

todos los elementos de la relación jurídica procesal, de forma tal que 

la demanda no se encuentre inmersa en algún supuesto de 

improcedencia; decisión que en este caso no realizó el Juez pues 

procedió a analizar si se configuró o no la pretensión sin tomar en 

cuenta que el petitorio y los hechos que la sustentaban no se 

encontraban debidamente estructurados. Por lo que se advierte que 

esta sentencia no se encuentra debidamente fundamentada ya que no 

se realiza una valoración conjunta de todos los medios probatorios 

ofrecidos en el proceso. 

 

3.1.2. De la Sala 

 

No conforme con la decisión emitida en primera instancia, la Sala 

revoca y reformando declara improcedente la demanda. 

Respecto a esta decisión debo señalar que me encuentro de acuerdo 

con esta decisión de manera parcial pues considero que efectivamente 

no debía en este caso emitirse una decisión con pronunciamiento 

sobre el fondo. Asimismo, considero que es correcto determinar que 

en este caso no se configuró el interés para obrar, elemento que se 

configura como la necesidad relevante de tutela jurisdiccional una vez 

agotado cualquier mecanismo previo; en este caso se advierte que la 

parte demandante no cumplió con remitir la comunicación notarial 

cuando se configuró el supuesto acto de hostilización laboral con la 

emisión de la segunda resolución que pretende dejar nula. 

 

En ese mismo orden de ideas coincido con el órgano jurisdiccional que 

en todo caso esta pretensión debe ser conocida por el Juez 



contencioso; sin embargo, considero que lo que la Sala debió hacer 

es remitir los actuados al órgano correspondiente para que se continúe 

con el conocimiento de la pretensión primando la realidad procesal 

sobre la formalidad, tal como también se determina en el artículo 7.1. 

de la NLPT1. De esta forma se hubiera dado cumplimiento al principio 

de economía procesal, y de tutela jurisdiccional efectiva. 

 

3.1.3. De la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema 

 

Finalmente, contra la decisión emitida por la Sala Civil la demandante 

plantea el recurso de casación, el mismo que es declarado 

improcedente, lo que significa que la sentencia firme es la decisión 

emitida por la Sala. 

 

Tal como se ha señalado anteriormente el recurso de casación es un 

medio impugnatorio extraordinario que tiene como finalidad la correcta 

aplicación de la norma al caso en concreto, por lo cual debe estar 

debidamente fundamentada. Sin embargo, en el presente caso se 

advierte que la demandante sustenta infracciones normativas de tipo 

procesal; sin embargo, no se encuentran debidamente 

fundamentadas, así como se no se advierte la incidencia de la 

infracción en el caso en concreto, por lo que me encuentro de acuerdo 

con que haya sido declarado improcedente este recurso. 

 

3.2. Respecto a los problemas jurídicos del expediente 

 

3.2.1. ¿Cumplió la demandante con tipificar adecuadamente la causal 

de hostilidad invocada? 

 

La demanda es el acto procesal mediante el cual una persona pone en 

conocimiento del Juez la existencia de una controversia con relevancia 

jurídica, materializando con ello el derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva y generando el movimiento del aparato jurisdiccional. Asimismo, 

el inicio del proceso generará que la persona (natural o jurídica) que sea 

emplazada tenga que apersonarse al proceso a fin de ejercer la defensa 

correspondiente; es por ello, que el ordenamiento jurídico exige el 

cumplimiento de una serie de requisitos para admitir a trámite la demanda, 

puesto que el Juez deberá primero realizar un análisis de forma para luego 

realizar examinar el fondo o la pretensión. 

 
1 7.1 El demandado puede cuestionar la competencia del juez por razón de la materia, cuantía, 
grado y territorio mediante excepción. Sin perjuicio de ello el juez, en cualquier estado y grado 
del proceso, declara, de oficio, la nulidad de lo actuado y la remisión al órgano jurisdiccional 
competente si determina su incompetencia por razón de materia, cuantía, grado, función o 
territorio no prorrogado. 



 

En este caso, se advierte que la demandante Nilda Raquel Navarro 

Chivilchez inicia una acción laboral con la finalidad de que se ordene el 

cese de los actos de hostilización de los que considera es víctima. De esta 

forma, el Juez procedió a realizar una calificación inicial respecto a los 

requisitos de forma y dispuso la admisión de la demanda en la vía del 

proceso ordinario y bajo las reglas de la Ley  N° 29497, la Nueva Ley 

Procesal del Trabajo (NLPT), la misma que se encuentra vigente desde el 

15 de julio de 2010, y que reemplazó a la Ley Procesal del Trabajo (Ley 

26636), esta norma ha tratado de prevalecer la agilidad en sus plazos y 

sencillez en su tramitación. Respecto a los actos de hostilización ha 

precisado la jurisprudencia: 

 

En nuestro ordenamiento jurídico, específicamente el artículo 30° 

del T.U.O. de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, 

D.S. 003-97-TR, se hace referencia a los “actos de hostilidad 

equiparables al despido “. En esta norma se desarrollan los actos 

hostilidad a la falta o incumplimiento del empleador, significa 

atribuirle una connotación de molestia, hostigamiento, persecución, 

agresión o ataque, acepciones todas ellas sinónimas, que revelan 

el propósito del empleador de lesionar la relación laboral y provocar 

el retiro del trabajador. 

Sentencia de Vista emitida por la Segunda Sala Civil de la Corte 

Suprema de Justicia de Ica, extraído del Exp. N°001192-2014-0-

1401-JR-LA-01, con fecha 26 de marzo de 2015 

 

Así se advierte del primer escrito que da inicio al proceso que la 

demandante alega que se vienen realizando actos administrativos que 

vulneran su condición de mujer trabajadora; por lo que de manera textual 

señala como parte de su petitorio lo siguiente: 

 

a. No ejecutar mi desplazamiento con carácter de permanente 

ordenado por Resolución N° 352-GRA-ICA-ESSALUD-2014 de 

fecha 04 de Julio del 2014, con destino al Área de Almacén de 

la Red Asistencial Ica y desviar su ejecución colocándome en el 

cargo del manejo y Administración del Fondo Fijo de la Oficina 

de Finanzas.  

b. Se ordene dejar sin efecto la Resolución N° 504-GRA-ICA-

ESSALUD-2014 de fecha 05 de setiembre del 2014, la que sin 

tener un sustento legal para declarar sin efecto el primer acto 

Resolutivo indicado en el punto anterior; dispone mi retorno al 

CAP. MACACONA de donde había sido desplazada, ordenando 

la, vigencia en su integridad de la Resolución indicada en el 

punto que antecede. (escrito a fojas 24) 



 

En principio se puede advertir del petitorio que lo que busca la 

demandante es la invalidez de una resolución emitida en sede 

administrativa, por lo que la vía que le corresponde por materia sería la 

del proceso contencioso administrativo, y que el Juez debió también 

advertir en la primera calificación, a fin de remitir los actuados al órgano 

correspondiente. 

 

Ahora bien respecto de los actos de hostilización, se puede precisar que 

son considerados como una forma de despido indirecto mediante el cual 

el empleador ejercer de manera abusiva y desnaturaliza el ius variandi, es 

decir el empleador excede en el ejercicio de sus facultades de dirección, 

por lo que los trabajadores tienen el derecho de impugnar frente a dicha 

actuación 

 

De lo expuesto, queda claro que el poder del empleador para modificar 

las condiciones de trabajo tiene límites, es decir, no es absoluto. Toda 

medida del empleador que busque modificar las condiciones de trabajo 

debe superar el test de razonabilidad, es decir, las medidas adoptadas, 

deben ser razonables, objetivas, proporcionales y previsibles; de no 

superar dicho test, estaremos ante la existencia de un acto de hostilidad, 

dejando a salvo el derecho del demandante de iniciar la acción judicial a 

fin de salvaguardar sus derechos. 

 

En ese sentido se advierte del artículo 30° del TUO del DL 728, Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral que precisa que son actos de 

hostilidad equiparables al despido los siguientes: 

 

a. La falta de pago de la remuneración en la oportunidad 

correspondiente, salvo razones de fuerza mayor o caso 

fortuito debidamente comprobados por el empleador;  

b. La reducción inmotivada de la remuneración o de la 

categoría;  

c. El traslado del trabajador a lugar distinto de aquel en el que 

preste habitualmente servicios, con el propósito de 

ocasionarle perjuicio;  

d. La inobservancia de medidas de higiene y seguridad que 

pueda afectar o poner en riesgo la vida y la salud del 

trabajador;  

e. El acto de violencia o el faltamiento grave de palabra en 

agravio del trabajador o de su familia;  

f. Los actos de discriminación por razón de sexo, raza, religión, 

opinión, idioma, discapacidad o de cualquier otra índole.  



g. Los actos contra la moral y todos aquellos que afecten la 

dignidad del trabajador. 

h. La negativa injustificada de realizar ajustes razonables en el 

lugar de trabajo para los trabajadores con discapacidad. 

 

El trabajador, antes de accionar judicialmente deberá emplazar por escrito 

a su empleador imputándole el acto de hostilidad correspondiente, 

otorgándole un plazo razonable no menor de seis días naturales para que, 

efectúe su descargo o enmiende su conducta, según sea el caso.  

 

De igual forma se debe tener en cuenta de la norma antes citada establece 

un procedimiento previo antes de la interposición de la demanda, tal como 

remitir una comunicación informando e imputando el acto de hostilidad a 

fin de que la entidad correspondiente cumpla con realizar el descargo. En 

ese sentido en el presente expediente se advierte que mediante carta 

notarial de fecha 15 de agosto de 2014, la demandante solicita: 

 

(…) el cese de hostilidades del cual vengo siendo objeto mediante 

actos administrativos informales que ocasionan en mi persona 

como servidora de este Centro de Salud, alteración psíquica y 

moral lo que redunda en perjuicio de un eficiente y normal 

desarrollo de mis actividades laborales. 

 

(…) internamente y con desconocimiento absoluto de mi persona; 

se pretende obviar y dejar sin efecto lo dispuesto por la resolución 

anteriormente indicada, para ello se viene utilizando actos 

administrativos que son inadmisibles para enervar los efectos de 

aquella disposición por constituir actos de menor jerarquía; pero, 

con ello deja en evidencia la predisposición que tiene mi patronal 

para hostilizarme. 

 

De igual forma, frente a ello se advierte la respuesta de la entidad 

demandada precisando lo siguiente: 

 

Que, sus actividades laborales la ejecutan en mérito al Decreto 

Legislativo N” 728 Actividad Privada y Reglamento interno de 

Trabajo que su Art. 16° Inc. g), regula que es facultad de la 

institución contemplar traslado del personal mediante rotación o 

desplazamiento con carácter de temporal o permanente, y este 

último se produce cuando el servidor adquiere el derecho a la 

estabilidad laboral por efecto de estar sujeto a un contrato de 

trabajo a plazo indeterminado; lo que concuerda con el inciso a) del 

citado Reglamento. 

 



(…) Rechazo tajantemente debido a que desde la fecha que he 

asumido la Gerencia de la Red Asistencial lca, vengo cumpliendo 

mis funciones de acuerdo a la Constitución Política del Perú, Leyes 

y Normas Administrativas vigentes, ya que HOSTILIDAD significa 

cualidad de hostil, que indica una conducta provocativa y contraria 

generalmente sin motivo alguno hacia otra persona, por lo tanto 

implica una conducta abusiva y agresiva que puede reflejarse en 

violencia emocional o física, término que no la comparto (…) 

 

Sin embargo, se puede advertir que la demandante no cumplió con remitir 

una comunicación notarial después de la emisión de la resolución que 

pretende sea declarada nula. En consecuencia no habría cumplido con 

este procedimiento previo exigido por el artículo 30° del TUO del DL 728, 

Ley de Productividad y Competitividad Laboral que determina que el 

empleado deberá remitir una comunicación solicitando el cese de los 

actos de hostilidad, ello a fin de que el empleador tenga la oportunidad de 

efectuar los descargos correspondientes, tal como se observa que se hizo 

en este caso. 

 

En ese sentido, considero que en el presente caso no acreditó de manera 

fehaciente contar con interés para obrar en el proceso, este es un 

elemento indispensable para determinar la validez de la relación jurídica 

procesal que implica el agotamiento de cualquier mecanismo previo para 

acudir a la vía judicial y que definitivamente permite dar cumplimiento al 

principio de economía procesal puesto que se hubiera evitado llevar a 

cabo todo el proceso de manera innecesaria. 

 

Así el procesalista Monroy Gálvez (1994) señala al respecto: 

 

Esta necesidad de acudir al órgano jurisdiccional, como único 

medio capaz de procesar y posteriormente declarar una decisión 

respecto del conflicto que están viviendo, es lo que se conoce con 

el nombre de Interés para obrar. Esta condición de la acción, 

conocida también con el nombre de Interés procesal, se caracteriza 

y se diferencia de la otra forma que toma el interés jurídico en el 

derecho material en que es abstracto, es decir, no tiene contenido 

jurídico, no se sustenta en la presencia o no de otro derecho 

material, no requiere de contenido patrimonial o moral, como podría 

ser el caso de los intereses expresados como consecuencia de la 

titularidad de un derecho material. De tal suerte que, en un proceso, 

una parte tendrá Interés para obrar cuando su presencia en el 

proceso se entienda a partir de la imposibilidad jurídica de poder 

solucionar su conflicto de intereses de manera distinta a la petición 



ante el órgano jurisdiccional. Esa necesidad abstracta de tutela 

jurídica constituye el Interés para obrar” (pág. 124) 
 

 

Entonces, de los medios probatorios y hechos llevados a cabo en el 

expediente se puede advertir que la demandante no presenta un 

argumento sólido y congruente respecto a los hechos que dan sustento a 

su pretensión, pues en principio no se advierte en el petitorio que se haya 

señalado claramente cuál es la causal que invoca como supuesto de 

hostilización laboral pues dentro de los argumentos que dan sustento a la 

demanda se advierte que señala lo siguiente: 

 

o Que cesen los actos de hostilidad que se vienen ejerciendo en 

contra de ella a través de actos administrativos y que la agravian 

en su calidad de mujer.  

o También hace referencia a diversos actos administrativos que 

se vienen realizando y que no se le han comunicado 

debidamente lo que le está causando daño moral. 

o Así también precisa que se está dejando sin efecto la resolución 

que determinaba su desplazamiento permanente sin que exista 

causal de deficiencia ni de su conducta. 

 

Claramente se puede advertir que la demandante no ha tipificado de 

manera textual y correcta la causal que se habría configurado en su caso, 

ello es grave, por cuanto parecería que lo que busca es impugnar una 

resolución emitida en sede administrativa, lo cual no podría hacerse a 

través de un proceso laboral sino más bien contencioso administrativo. En 

ese orden de ideas, se debe tener en cuenta que el proceso laboral de 

cese de hostilización laboral se encuentra claramente limitada a las 

causales que de manera taxativa establece el artículo 30° del DS 003-97-

TR, por lo que no se ha cumplido con el principio de tipicidad pues no se 

ha encuadrado claramente el presunto acto de hostilización laboral, por lo 

que nuevamente reincido en precisar que el órgano jurisdiccional debió 

encausar la causa a fin de que el Juez competente sea quien conozca el 

proceso. 

 

3.2.2. En el caso que se hubiera invocado la causal de desplazamiento 

injustificado ¿cumplió con acreditar plenamente esta causal? 

 

En principio el contrato de trabajo es la manera de regular la prestación 

de un servicio que fue brindado por un trabajador el cual será remunerado 

y subordinado por el empleador. Ahora bien, la prestación de servicios 

consiste en aquella obligación que posee el trabajador para realizar su 

labor en pro del empleador. Asimismo, la prestación de servicios pactada 



en dicho contrato debe ser de carácter personalísimo, es decir, que no se 

podrá delegar a un tercero. En cuanto a la remuneración, esta es la 

contraprestación que le brinda el empleador al empleado materializado en 

forma de dinero a cambio de los servicios realizados.  Por último, el 

elemento fundamental para la existencia del vínculo laboral es la 

subordinación, pues este es el elemento que diferenciará al contrato de 

trabajo del contrato de locación de servicios.  

 

Al respecto Toyama Miyagusuku (2015), señala lo siguiente sobre el 

contrato de trabajo:  

 

El contrato de trabajo es un acuerdo de voluntades entre el 

trabajador y el empleador para la prestación de servicios 

personales y subordinados bajo una relación de ajenidad (servicios 

subordinados prestados para otra persona). El acuerdo podrá ser 

verbal o escrito, expreso o tácito, reconocido o simulado por las 

partes. (pág. 65) 

 

Asimismo, se puede advertir que los elementos esenciales de la relación 

laboral son: prestación personal, remuneración y subordinación. Sobre 

este particular, Palomeque y Álvarez (2009), explican que:  

 

Es un vínculo jurídico entre el deudor y el acreedor del trabajo, en 

virtud del cual el primero ofrece su actividad al segundo y le confiere 

el poder de conducirla. (…) la facultad de moralizar la ejecución del 

contrato cuando es de duración larga o indefinida, para ir 

adaptando sus prestaciones a las necesidades mudables del 

trabajo que debe ser prestado, a los cambios estructurales y 

organizativos de la empresa, a los tecnológicos y a los cambios o 

perfeccionamientos en la cualificación profesional del trabajado. 

(pág. 618) 

 

Ahora bien este vínculo laboral se puede extinguir por diferentes razones 

tales como la voluntad unilateral del trabajador (ya sea por renuncia o  por 

jubilación voluntaria), así como por la voluntad unilateral del empleador, 

supuesto que genera el despido ya sea individual o colectivo; también se 

puede producir el cese de la relación laboral por la voluntad de ambas 

partes, entre los que encontramos: mutuo disenso, cumplimiento de los 

contratos sujetos a modalidad; así como por la desaparición de las partes, 

ya sea por fallecimiento del trabajador o empleador. Así también en dicha 

relación se debe tener en cuenta que el empleador tiene la potestad de 

realizar algunas modificaciones en las condiciones de trabajo, que es 

justamente el denominado ius imperium. 

 



La pregunta de rigor que surge a partir de esta última afirmación es ¿cuál 

es el límite para que el empleador pueda introducir las modificaciones en 

las condiciones de trabajo? Una respuesta a esta pregunta lo podemos 

encontrar en nuestra legislación, a través del artículo 9º D.S. Nº 003-97TR 

de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral (en adelante LPCL) 

que establece:  

 

El empleador está facultado para introducir cambios o modificar 

turnos, días u horas de trabajo, así como la forma y modalidad de 

la prestación de las labores, dentro de los criterios de razonabilidad 

y teniendo en cuenta las necesidades del centro de trabajo.  

 

Conforme lo establece el profesor uruguayo Américo Pla Rodríguez, el ius 

variandi es “la potestad del empleador de variar, dentro de ciertos límites, 

las modalidades de prestación en las tareas del trabajador” (1998, pág. 

65).  Ahora, si bien el ordenamiento laboral reconoce a favor del 

empleador la facultad de modificar las condiciones labores porque el 

artículo 30º de la LPCL establece una lista de actos que son considerados 

actos de hostilidad, los cuales si son alegados por el trabajador traerían 

como efecto el pago de una indemnización, toda vez que, a la luz del 

ordenamiento jurídico, los actos de hostilidad en sus diferentes 

modalidades, son traducidos o equiparables a un despido arbitrario, por lo 

que los criterios señalados en la norma deben involucrarse 

copulativamente al caso. 

 

Bajo este ítem, el inciso c) del artículo 30° de la LPCL (Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral) establece como supuesto de 

hostilidad equiparable al despido el traslado del trabajador a un lugar 

distinto con el fin de perjudicarlo. Con relación a esta causal, el artículo 

50° del Decreto Supremo Nº 001-96-TR señala que dicho traslado es 

aquel que importa un cambio de ámbito geográfico a uno distinto y 

siempre que tenga el deliberado propósito de ocasionarle perjuicio al 

trabajador. Ya lo comentaba Toledo (2011), cuando refiere que: 

 

Son varios los elementos a considerar para determinar si nos 

encontramos ante un acto de hostilidad bajo este supuesto: i) Los 

servicios prestados en determinado lugar deben ser los habituales. 

ii) El traslado debe ser un lugar geográficamente distinto. iii) El 

traslado debe tener como propósito ocasionarle perjuicio al 

trabajador. (…) Al igual que sucede con la categoría, el lugar o 

lugares de trabajo son establecidos al inicio de la relación laboral. 

Luego de ello, las modificaciones del centro de trabajo son 

generalmente difíciles tomando en cuenta que el trabajador ya 

podría contar con una familia y su residencia en el mismo lugar 



geográfico que el centro de trabajo, lo cual complica más la 

situación del trabajador (…). (pág. 98) 

 

De lo reseñado por el autor, es de comprender que hasta el momento 

todos los criterios y supuestos en materia de hostilidad laboral, no se dejan 

a libre interpretación del agraviado o en su defecto del juez propiamente, 

sino más bien, que han sido diseñadas por el legislador para que las 

causales obren de forma expresa sin lindar con el abuso de derecho. 

Nótese, por otra parte, que la norma no señala si la modificación es 

permanente o temporal, así que en principio podría considerar los dos 

supuestos como actos de hostilidad. Tampoco señala la norma si la 

decisión del empleador debe estar justificada en alguna situación objetiva. 

Pese a ello y tomando en consideración los criterios establecidos en el 

artículo 9° de la LPCL (Ley de Productividad y Competitividad Laboral) es 

decir, la razonabilidad y las necesidades del centro de trabajo, creemos 

que sí debe estar debidamente justificado para que no sea considerado 

como un acto de hostilidad. Por último, para que se configure este acto de 

hostilidad la norma laboral exige que el empleador tenga el deliberado 

propósito de causarle perjuicio al trabajador. Es cuestionable, para 

nosotros, que se exija al trabajador demostrar los móviles que llevaron al 

empleador a tomar esta decisión, ya que a este simplemente le bastará 

con aducir un motivo razonable que justifique su accionar. 

 

En ese sentido el Ius Variandi es la potestad del empleador de modificar 

o variar unilateralmente las condiciones del trabajador respecto de sus 

actividades laborales. Sobre ello, Jorge Toyama Miyagusuku (2003) 

señala: 

 

(…) el ius variandi es «la potestad del empleador de variar, dentro 

de ciertos límites, las modalidades de prestación en las tareas del 

trabajador». Por otro lado, siguiendo a la jurisprudencia española, 

podríamos señalar que las modificaciones sustanciales son 

aquéllas que se presentan cuando se altera aspectos 

fundamentales de la relación laboral pasando a otro diferente de 

modo notorio. Son cambios esenciales o radicales que pueden 

ocasionar hasta la resolución del contrato de trabajo. (Pag.178) 

 

 Así también en la jurisprudencia se advierte lo siguiente al respecto: 

 

“En relación al lugar de la prestación de servicios, este es un 

elemento del contrato de trabajo, que no puede ser modificado 

unilateralmente por el empleador, si es que ocasiona perjuicio al 

trabajador. En todo caso, la modificación introducida respecto al 

lugar de trabajo tendrá validez en tanto resulta de la necesidad 



funcional de la empresa (razonabilidad de la medida), de la 

magnitud del cambio y de que el trabajador no sufra perjuicios 

económicos ni morales. En este orden de ideas expuesto 

corresponderá al empleador acreditar la razonabilidad y 

funcionalidad al cambio de lugar de prestación de servicios, y de no 

cumplir con probarlo, resulta irrelevante que el trabajador no haya 

probado el perjuicio que le ocasionó el cambio. (considerando 

décimo quinto) 

Casación 10839 emitida por la Sala Constitucional y Social de la 

Corte Suprema con fecha 21 de septiembre de 2016. 

 

En suma, Ius Variandi es una facultad del empleador a través de la cual 

éste dispone de las modalidades de prestación de las tareas del 

trabajador, así por ejemplo, un trabajador puede ser trasladado de su 

centro laboral a otro bajo razón justificada y razonable.  De esta forma, en 

el supuesto de que la demandante hubiera centrado la causal en el inciso 

c) del artículo 30° que hace referencia a un acto de hostilidad a: El traslado 

del trabajador a lugar distinto de aquel en el que preste habitualmente 

servicios, con el propósito de ocasionarle perjuicio. 

 

Se puede ver que en este caso originalmente la demandante prestaba 

labores en la CAP. Macacona de la cual fue desplazada al área del 

Almacén de la Red Asistencial Ica, para posteriormente determinarse su 

regreso al área de apoyo. En ese sentido, se advierte de los medios 

probatorios ofrecidos en el expediente que las decisiones emitidas por el 

empleador fueron en congruencia con la necesidad objetiva de la 

demandante para que preste nuevamente labores en su lugar de trabajo 

inicial. No se advierte el propósito del empleador de causarle un perjuicio, 

así como tampoco se le está afectando en las labores a realizar y el salario 

que percibe, así el mismo empleador reconoce que la demandante realiza 

su trabajo de manera diligente. Por tanto, considero que está justificada la 

decisión del traslado para la demandante en este caso y que no se ha 

configurado un acto de hostilidad laboral sustentada en esta casual. 

  

3.2.3. ¿Cumplió el recurso de casación los requisitos de admisibilidad 

y procedencia para ser concedido? 

 

Como parte del debido proceso es necesario que el proceso cumpla con 

una serie de principios tales como el de contradicción, preclusión, debida 

motivación de las resoluciones etc. Así también encontramos el de la 

doble instancia, el mismo que permite que un órgano superior revise lo 

resuelto por el Juez, a fin de verificar que lo resuelto por el Juez sea 

acorde con la normatividad. 

 



Es por ello que en el proceso las partes pueden hacer uso de los medios 

impugnatorios, que son considerados instrumentos que buscan la revisión 

o el reexamen de un acto procesal contenido o no en una resolución. Esta 

figura procesal se divide en remedios y recurso: los remedios buscan la 

revisión de actos procesales no contenidos en una resolución tal como la 

nulidad de una notificación; mientras que los recursos buscan la revisión 

de un acto procesal contenido en una resolución; así dentro de los 

recursos encontramos a la apelación, reposición, casación y queja. 

 

En ese sentido, frente a la decisión emitida por la Sala sólo procede el 

recurso de casación; el cual, a diferencia de la apelación que permite la 

revaloración de medios probatorios y hechos; sólo puede sustentarse en 

la causal de infracción normativa o apartamiento inmotivado del 

precedente judicial emitido por el Tribunal Constitucional. 

 

Es decir este medio impugnatorio tiene una naturaleza especial por cuanto 

no da acceso a una tercera instancia en el proceso, sino a una revisión 

extraordinaria sólo en determinados supuestos claramente establecidos 

por la norma. En este mismo orden de ideas precisa Toyama Miyagusuku 

(2007): 

 

De otro lado, el recurso de casación es una manifestación de la tutela 

judicial efectiva en tanto es un mecanismo que pretende otorgar a los 

ciudadanos la posibilidad de cuestionar la inadecuada aplicación o 

interpretación de las disposiciones legales por los jueces. Como ya 

anotamos brevemente, la casación consiste “exclusiva y 

excluyentemente, en el examen de las cuestiones de derecho de la 

sentencia impugnada, no es una tercera instancia. No estamos, por 

consiguiente, frente a un recurso ordinario donde los magistrados 

aprecian las pretensiones procesales de las partes: por la casación se 

supervisa la adecuada aplicación e interpretación de las normas por 

parte de los jueces. (pág. 160) 

 

Es así que en el presente caso, la demandante interpone recurso de casación 

contra la decisión emitida por la Sala la misma que revoca la sentencia 

apelada y reformándola declara improcedente la demanda. Es decir, en 

ambas instancias la demandante no obtuvo un amparo de su pretensión; sin 

embargo, en la primera instancia el Juez analizó la pretensión de la 

demandante, mientras que la Sala consideró que la misma no se encontraba 

sustentada de manera coherente. 

 

A fin de ser concedido deben cumplirse requisitos de admisibilidad y 

procedencia, los requisitos de admisibilidad se encuentran previstos en el 

artículo 35° de la Nueva Ley Procesal de Trabajo (NLPT) que son: 



 

El recurso de casación se interpone:  

1. Contra las sentencias y autos expedidos por las salas superiores que, 

como órganos de segundo grado, ponen fin al proceso. En el caso de 

sentencias el monto total reconocido en ella debe superar las cien (100) 

Unidades de Referencia Procesal (URP). No procede el recurso contra las 

resoluciones que ordenan a la instancia inferior emitir un nuevo 

pronunciamiento.  

2.  Ante el órgano jurisdiccional que emitió la resolución impugnada. La 

sala superior debe remitir el expediente a la Sala Suprema, sin más 

trámite, dentro del plazo de tres (3) días hábiles.  

3. Dentro del plazo de diez (10) días hábiles siguientes de notificada la 

resolución que se impugna.  

4. Adjuntando el recibo de la tasa respectiva. Si el recurso no cumple con 

este requisito, la Sala Suprema concede al impugnante un plazo de tres 

(3) días hábiles para subsanarlo. Vencido el plazo sin que se produzca la 

subsanación, se rechaza el recurso. 

 

De los requisitos antes mencionados se puede verificar que en el expediente sí 

fueron cumplidos, es así que fue presentado dentro del plazo legal establecido, 

así como se encuentra exonerada del pago de la tasa por ser inapreciable el 

valor de la pretensión, tal como lo establece la undécima disposición 

complementaria de la NLPT. De igual forma la resolución impugnada es una 

sentencia que puso fin a una instancia en sede de revisión, y el recurso fue 

interpuesto de manera oportuna ante la misma Sala Superior, la cual al no contar 

ya con facultades para la calificación procedió a remitir el expediente a la Sala 

Suprema para que este órgano proceda a realizar el nuevo examen. 

 

Cumplidos los requisitos de admisibilidad, se procedió a realizar el análisis de 

los requisitos de fondo o de procedencia previstos en el artículo 36° de la NLPT, 

el cual señala lo siguiente: 

 

Son requisitos de procedencia del recurso de casación:  

1. Que el recurrente no hubiera consentido previamente la resolución 

adversa de primera instancia, cuando esta fuere confirmada por la 

resolución objeto del recurso.  

2. Describir con claridad y precisión la infracción normativa o el 

apartamiento de los precedentes vinculantes.  

3. Demostrar la incidencia directa de la infracción normativa sobre la 

decisión impugnada.  

4. Indicar si el pedido casatorio es anulatorio o revocatorio. Si fuese 

anulatorio, se precisa si es total o parcial, y si es éste último, se indica 

hasta dónde debe alcanzar la nulidad. Si fuera revocatorio, se precisa en 

qué debe consistir la actuación de la sala. Si el recurso contuviera ambos 



pedidos, debe entenderse el anulatorio como principal y el revocatorio 

como subordinado. 

 

Ahora bien, respecto de los requisitos de procedencia se puede verificar que 

se cumplió el supuesto contenido en el artículo 36.1° ya que efectivamente la 

demandante no consintió la sentencia que le fue adversa ya que se declaró 

infundada la demanda, decisión contra la cual planteó el recurso de 

apelación. Posteriormente, se procede a analizar la configuración de los 

requisitos sustentados en las causales, en la cual, tal como se precisión 

líneas arriba podemos advertir que sólo puede estar sustentada en la 

infracción normativa que incida directamente sobre la decisión contenida en 

la resolución impugnada o en el apartamiento de los precedentes vinculantes 

dictados por el Tribunal Constitucional o la Corte Suprema de Justicia de la 

República. 

 

Del escrito presentado se puede advertir que las causales en el recurso de 

casación, a diferencia de la apelación, son taxativas por lo que es importante 

se centre la impugnación en las mismas sobre todo de manera clara y 

precisa. De ello se puede advertir en este caso que la sustentación de las 

causales es desordenada, poco clara y desordenada; si bien se hace 

referencia a un pedido de nulidad de la sentencia, es decir una casación con 

reenvío, no se sustenta adecuadamente las causales de infracciones 

procesales, o por qué se considera que la sentencia no está debidamente 

motivada. Más bien de la exposición de los argumentos y hechos se advierte 

que lo que busca la impugnante es una nueva valoración de los argumentos 

ya expuestos en el proceso, lo cual como se ha precisado y debido a la 

naturaleza de este recurso es ajena a la función casatoria. En consecuencia, 

considero que fue correcto que el recurso de casación haya sido desestimado 

ya que no cumplió con los requisitos legales para su procedencia. 

 

IV. CONCLUSIONES  

 

Como conclusiones preciso lo siguiente: 

 

o Nuestro ordenamiento jurídico prevé mecanismos de protección al 

trabajador, por ser considerado la parte más débil de la relación 

laboral, mecanismos que son esenciales para evitar se vulnere el 

derecho al trabajo con el que contamos todas las personas. Uno de 

estos mecanismos es el pedido de cese de actos de hostilización 

laboral que impiden que una persona pueda desenvolverse y realizar 

las labores con la tranquilidad que corresponda y que pueda afectarlo 

en su dignidad como persona. Esta figura en nuestro ordenamiento 

tiene causales taxativas para su invocación, la mismas que además 

deben estar sustentadas y acreditadas en el proceso. 



o Considero que en el presente caso la demandante no cumplió con 

sustentar de manera correcta la pretensión pues de los argumentos 

expuestos a lo largo del proceso se puede advertir que no define 

claramente cuál de las causales invoca como actos de hostilización 

laboral, lo cual determina que no se cumpla con el principio de 

legalidad. Asimismo, se advierte argumentos orientados a cuestionar 

o impugnar una resolución emitida en sede administrativa, la misma 

que tendría una vía distinta que es la del proceso contencioso 

administrativo. Asimismo, al no haber remitido la comunicación 

notarial frente al presunto último acto de hostilización que sería la 

emisión de la resolución administrativa considero que no se habría 

acreditado el interés para obrar. 

o Asimismo, en el supuesto que se considerara que la causal invocada 

se centraba en la movilización laboral, considero que ello no 

configuraría como acto de hostilización laboral puesto que no está 

siendo trasladada a un nuevo lugar de trabajo, sino que se le está 

retornando a su sede de origen por las necesidades objetivas del 

mismo, traslado que se realiza sin afectar su cargo ni remuneración 

correspondiente, por lo que considero que esta causal no se ha 

acreditado debidamente. 

o Respecto al recurso de casación se puede precisar que la misma no 

cumplía con los requisitos de procedencia respecto a sustentar 

adecuadamente el recurso, por la cual estoy de acuerdo con que la 

resolución emitida por la Corte Suprema que desestima el mismo, ya 

que de los argumentos expuestos se advierte la búsqueda de una 

nueva revisión de los hechos ya analizados por las instancias 

anteriores. 
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VI. ANEXOS 

 

- Demanda 

- Contestación 

- Acta de Audiencia de Conciliación 

- Acta de Audiencia de Juzgamiento 

- Sentencia del Juzgado de Trabajo 

- Sentencia de la Sala 

- Resolución de la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema 

 

A.      Demanda: 
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B.      Contestación de demanda: 

 

 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 

 

 

 

 



 



 



 



 



 



 
 



 



 



 



 
 



 
 



 



 



 
 



 



 



 



 



 



 
 



 
 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 
 



 



 



 



 
 



 



 





 



 



 



 



 



 



 

 

 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

 

 



 



 



 



 

 

 



 



 

















 

 



 



 



 



 



 



 



 



 



 





 



 

 



 



 



 



 



 



 



 



 





 



 



 



 



 



 



 



 



 





 

 



 



 



 



 



 





 

 

 



 

 

C.      Acta de audiencia de conciliación: 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 



D.  Acta de Audiencia de Juzgamiento 

 

 



 



 



 
 

 

 

 

 

 



E. Sentencia del Juzgado de Trabajo 

 

 

    1er. JUZGADO ESPECIALIZADO DE TRABAJO - Sede Sta. Margarita 

EXPEDIENTE             : 01192-2014-0-1401-JR-LA-01 

MATERIA  : CESE DE ACTOS DE HOSTILIDAD DEL EMPLEADOR 

JUEZ   : LISBET PIMENTEL DIAZ 

ESPECIALISTA : GRACIELA ESCATE CABRERA 

DEMANDADO  : PROCURADOR PÚBLICO DE LOS ASUNTOS JUDICIALES DEL 

MINISTERIO DE SALUD  

    RED ASISTENCIAL ICA ESSALUD,  

DEMANDANTE : NAVARRO CHIVILCHEZ, NILDA RAQUEL 

 

 

SENTENCIA 

 

 

 

Resolución Nº 09 

Ica, Diecinueve de diciembre 

Del año dos mil catorce. 

 

I. PARTE EXPOSITIVA.------------------------------------------------------------------------------------ 

1.1. Demanda. a. Por escrito de fojas 24 y siguientes, subsanado a fojas 34 Nilda Raquel 

Navarro Chivilchez se apersonó a la instancia e interpuso demanda contra la Red 

Asistencial Ica- ESSALUD, sobre cese de hostilidades que viene ejerciendo con su 

persona, empleando actos administrativos que agravian su condición de mujer trabajadora, 

tales como: i) No ejecutar su desplazamiento con carácter de permanente ordenado por 

Resolución No. 352-GRA-ICA-ESSALUD-2014 de fecha 04 de julio del 2014, con destino al 

área de almacén de la red asistencia Ica y desviar su ejecución colocándola en el cargo de 

manejo y administración del fondo fijo de la Oficina de Finanzas. ii) Se ordene dejar sin 

efecto la resolución No. 504-GRA- ICA- ESSALUD-2014 de fecha 05 de setiembre del 2014, 

la que sin tener un sustento legal para declarar sin efecto el primer acto Resolutivo, indicando 

en el punto anterior, dispone su retorno al CAP. MACACONA de donde había sido 

desplazada. b. Señala que, viene prestando servicios al interior de la Red Asistencial-Ica- 

Seguro Social de Salud-Essalud de Ica, desde el 01 de marzo de 1997 en el cargo de 



Técnico II Administrativo y de Apoyo Nivel-T-2, ingresando en el centro de atención primaria 

II, Nasca con dependencia de la Gerencia Departamental de Ica, desempeñándose sus 

actividades laborales bajo el Régimen de la actividad privada, regulada por el Decreto 

Legislativo 728-Ley de Productividad y competitividad laboral. c. Sostiene la actora que 

desde su fecha de ingreso a la entidad demandada, sus actividades las venía desarrollando 

en completa armonía y bajo toda responsabilidad al cargo designando, no solo interiormente, 

sino también exteriormente mediante la atención debida a quienes concurrían a solicitar los 

servicios propios al objeto del seguro, sin embargo esta tranquilidad comenzó a debilitarse 

a partir del mes de diciembre del 2013, evidenciado mayor gravedad en el mes de febrero 

último, con el agravante de practicarse actos administrativos con pleno desconocimiento de 

su parte, pero orientados a causarle daño no sólo moral, sino también perjuicio en sus 

actividades labores.-------------------------------- 

1.2. Admisión de la demanda. Mediante resolución 02 de fojas 35, se admitió a trámite la 

demanda en la vía del proceso ordinario laboral, se citó a las partes a la audiencia de 

conciliación y se emplazó a la demandada para que concurra con el escrito de contestación, 

esto de conformidad con lo previsto por el Artículo 42° de la Nueva Ley Procesal del Trabajo.-

---------------------------------------------------------------------------------------- 

1.3. Audiencia de conciliación. Esta se llevó a cabo, como aparece de fojas 214 a 215 

oportunidad en la que a tenor de lo prescrito por el inciso 2) del Artículo 43° de la ley 29497 

el Juez se invitó a las partes a conciliar sus posiciones a fin de que solucionen sus 

diferencias, total o parcialmentese, lo cual fue rechazado por ellas. A continuación se 

precisaron las pretensiones materia de juicio; se requirió a la demandada la presentación en 

el acto del escrito de contestación y sus anexos y se procedió a entregar una copia al 

demandante. Finalmente se fijó día y hora para la audiencia de juzgamiento.------------------- 

1.4. Contestación. Seguro Social de SALUD- ESSALUD, a través de su apoderado judicial 

cumplió con presentar el escrito de contestación de demanda en la audiencia de conciliación 

el cual corre a fojas 198, indicando que, la actora no ha probado objetivamente actos de 

hostilización que su traslado de retorno al centro de atención primaria I“ Macacona” la haya 

agraviado como mujer, ni ha probado que su traslado, haya sido por la causal de deficiencia 

de su conducta - que no era apta para desarrollar funciones en el área de almacén de 

Hospital IV “ Augusto Hernández Mendoza” de Ica, (inciso f) del artículo 30 del D.S. 003-97-

TR, asimismo la demanda es infundada, pues la actora no ha probado objetivamente actos 

de hostilización que su traslado de retorno al centro de atención primaria i de Macacona la 

haya alejado del lugar donde tiene establecido su hogar. ---------------------------------------------

---------------------------------------------------------- 

1.5. Audiencia de juzgamiento. Esta se llevó a cabo el 12 de diciembre de 2014 como fluye 

del acta que corre a fojas 221 y tal como lo precisa el artículo 43° de la nueva Ley Procesal 



del Trabajo en esta se concentraron las etapas de confrontación de posiciones, actuación 

probatoria, alegatos y sentencia.---------------------------------------------------------------- 

 

II. PARTE CONSIDERATIVA.------------------------------------------------------------------------------ 

Siendo el estado del proceso el de pronunciar Sentencia y CONSIDERANDO que: ---------- 

PRIMERO. De la carga de la prueba. a. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 23º 

de la nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley 29497 la carga de la prueba corresponde a quien 

afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos 

hechos. Se precisa que, en especial el trabajador deberá acreditar la prestación personal de 

servicios, y de modo paralelo empleador tiene la carga de probar el pago, el cumplimiento 

de las normas legales, el cumplimiento de sus obligaciones contractuales, su extinción o 

inexigibilidad, así como el estado del vínculo laboral y la causa del despido. b. Asimismo, de 

conformidad con lo previsto por el artículo 197º del Código Procesal Civil, de aplicación 

supletoria al caso, todos los medios probatorios son valorados por el Juez en forma conjunta, 

utilizando su apreciación razonada; sin embargo, solo serán expresadas las valoraciones 

esenciales y determinantes que sustentan la decisión. -------------------------- 

SEGUNDO. De los actos de hostilidad. a. Los actos de hostilidad pueden ser considerados 

como aquellas conductas del empleador que implican el incumplimiento de sus obligaciones 

originadas en el contrato de trabajo de tal magnitud que pueden dar lugar a su extinción. 

Son pues prácticas que causan perjuicio al trabajador y que afectan gravemente la relación 

laboral dificultando su normal desarrollo2. b. Para la corte Suprema de Justicia de la 

República, “los actos de hostilidad constituyen precisamente supuestos en los cuales el 

empleador se excede en sus facultades de dirección, por lo que, en estos casos se faculta 

al trabajador a solicitar el cese de la conducta hostil o equiparar dicha conducta a un acto 

de despido indirecto”3. c. De conformidad con lo previsto por el Artículo 30° del Decreto 

Supremo N° 003-97-TR, son actos de hostilidad equiparables al despido, entre otros el 

traslado del trabajador a lugar distinto de aquel en el que presta habitualmente servicios, 

con el propósito de ocasionarle perjuicio (inciso c). d. Respecto de este acto de hostilidad 

Blancas Bustamante señala que, “La infracción patronal viene, de este modo, a quedar 

configurada por la concurrencia de dos elementos; el elemento objetivo constituido por el 

traslado físico del trabajador a un centro de trabajo localizado en un ámbito geográfico 

distinto y el elemento subjetivo que radica en el deliberado propósito del empleador de 

ocasionar, con dicha decisión, un perjuicio al trabajador”4.---------------- 

 
2 Díaz Quintanilla, Raquel. Actos de hostigamiento en la relación laboral. Guía operativa de Soluciones Laborales. 

Mayo 2011. Página 3. 
3 Casación Laboral N° 505-2010-Lima (Considerando 15). 
4 Blancas Bustamante, Carlos. El despido en el derecho laboral peruano. Ara Editores. 2ª Edición. Lima 2006. Pág. 430. 



TERCERO. Del traslado del trabajador a lugar distinto. a. El Artículo 50° del Decreto 

Supremo N° 001-96-TR Reglamento del Decreto Supremo N° 003-97-TR ha precisado lo 

que debe entenderse por “traslado a lugar distinto” que menciona la Ley, al señalar que, es 

aquel que importa un cambio a un ámbito geográfico distinto. Por lo tanto, no podrá 

considerarse como hostilidad el cambio de lugar del trabajador dentro del mismo centro de 

trabajo, así como el cambio de aquel a otro centro de trabajo de la empresa que se encuentre 

dentro del mismo ámbito geográfico5. b. Resulta necesario precisar que, “el ejercicio del 

derecho de traslado del trabajador como manifestación del ius variandi tiene siempre 

significación excepcional, sin que quepa encuadrarlo, en forma alguna, dentro del catálogo 

de las facultades normales del poder de dirección del empresario”6. c. De lo expuesto queda 

claro que, el traslado del lugar de trabajo debe ser considerado como una modificación 

fundamental que solo puede justificarse en situaciones excepcionales a lo que debe 

agregarse que dicha medida a su vez debe ser razonable pues es una manifestación del 

poder de dirección del empleador.--------------------------------------------------- 

CUARTO. Del propósito de ocasionar perjuicio al trabajador. a. El Artículo 50° del 

Decreto Supremo N° 001-96-TR Reglamento del Decreto Supremo N° 003-97-TR ha 

precisado que el “traslado a lugar distinto” contemplado en la Ley, además de significar un 

cambio a un ámbito geográfico distinto, debe tener el deliberado propósito de ocasionar 

perjuicio al trabajador. b. Del texto de la norma se desprende que, “salvo que el empleador 

actúe con animus nocendi, el traslado del trabajador a lugar distinto de aquel en que 

habitualmente realiza su trabajo deberá tenerse por válido. Si el trabajador (…) no acepta el 

traslado y (…) no prueba que el empleador obró con intención de perjudicarlo no podrá 

invocar la figura (…)”7.--------------------------------------------------------------------------------------- 

QUINTO. De la razonabilidad de las decisiones del empleador. a. El Artículo 9° del 

Decreto Supremo N° 003-97-TR señala que, por la subordinación, el trabajador presta sus 

servicios bajo dirección de su empleador, el cual tiene facultades para normar 

reglamentariamente las labores, dictar las órdenes necesarias para la ejecución de las 

mismas, y sancionar disciplinariamente, dentro de los límites de la razonabilidad, cualquier 

infracción o incumplimiento de las obligaciones a cargo del trabajador, agregando que, el 

empleador está facultado para introducir cambios o modificar turnos, días u horas de trabajo, 

así como la forma y modalidad de la prestación de las labores, dentro de criterios de 

razonabilidad y teniendo en cuenta las necesidades del centro de trabajo. b. Si bien dicho 

poder de dirección le permite al empleador, entre otras atribuciones, introducir cambios en 

la forma y modo de prestación de la relación de trabajo, lo que puede incluir modificaciones 

 
5 Blancas Bustamante, Carlos. El despido en el derecho laboral peruano. Ara Editores. 2ª Edición. Lima 2006. Pág. 430. 
6 Alonso Olea, Manuel y Casas Baamonde, María Emilia. Derecho del Trabajo. Civitas Ediciones S.L. 19ª Edición 

revisada. Madrid 2001. 
7 Blancas Bustamante, Carlos. El despido en el derecho laboral peruano. Ara Editores. 2ª Edición. Lima 2006. Pág. 433. 



en el tiempo y lugar, no puede olvidarse que dichas modificaciones se encuentran sujetas a 

criterios de razonabilidad y las necesidades del centro de trabajo, atribución que 

necesariamente debe guardar armonía con el respeto de los derechos fundamentales del 

trabajador, de conformidad con el artículo 23° de la Constitución Política del Estado que 

prescribe que ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos 

constitucionales, ni desconocer o rebajar la dignidad del trabajador8. c. Tomando en cuenta 

lo expuesto podemos afirmar que, las exigencias previstas en el inciso c) del Artículo 30° del 

Decreto Supremo Nº 003-97-TR así como en el artículo 50° del Decreto Supremo Nº 001-

96-TR, no suponen una acreditación exhaustiva del propósito de ocasionarle perjuicio al 

trabajador, sino que se satisface ofreciendo los indicios y medios de prueba idóneos que 

permitan advertir que el ejercicio de la facultad de dirección o ius variandi por parte del 

empleador no se ha sujetado a los límites que impone el principio de razonabilidad, sino que 

por el contrario, haciendo un uso abusivo del mismo, menoscaban y denigran los derechos 

fundamentales del trabajador, lo que justifica la necesidad de exigir la acreditación de dicha 

conducta, sin que ello suponga dejar en estado de indefensión al trabajador afectado, ya 

que el Juez, en cada caso concreto y atendiendo a las particularidades del mismo, deberá 

ponderar y atenuar las exigencias de prueba, mas no así su eliminación9.------------------------

---------------------------------------------------------------- 

SEXTO. Análisis del caso. a. La actora demanda el cese actos de hostilidad, que se viene 

ejerciendo en su contra, empleando actos administrativos que agravian su condición de 

mujer trabajadora, por no ejecutar su desplazamiento ordenado por Resolución No. 352-

GRA-ICA.-ESSALUD-2014 con destino al área de almacén y desviar su ejecución 

colocándola en el cargo de manejo y administración del fondo fijo de la Oficina de Finanzas, 

solicitando como pretensión principal que se deje sin efecto la Resolución No. 504-GRA-

ICA, que sin tener sustento para declarar el primer acto resolutivo, dispone su retorno al 

CAP Macacona de donde había sido desplazada, ordenado la vigencia en su integridad de 

la Resolución No. 352-GRA-ICA-ESSALUD-2014 . b. El Seguro Social de Salud – Essalud 

en su escrito de contestación ha señalado que no se han empleado actos administrativos 

que agravian la condición de trabajadora de la actora, pues se ejecuto su desplazamiento al 

área de almacén del Hospital IV “Augusto Hernández Mendoza” de Ica, de acuerdo a la 

Resolución No. 352-GRA-ICA- ESSALUD-2014, de fecha 04 de julio del 2014, incluso 

realizando además labores de manejo y administración del fondo fijo de la Oficina de 

Finanzas, cuyas funciones ya las venía realizando cuando laboró en el centro de atención 

primaria II de la Nazca, y también en el centro de atención primaria I de Macacona, que son 

acordes a su línea de carrera de técnico de servicio administrativo y apoyo nivel T2 en la 

medida que surgió una necesidad de servicio del Jefe del centro de atención primaria I de 

 
8 Casación Laboral N° 505-2010-Lima (Considerando 9). 
9 Casación Laboral N° 505-2010-Lima (Considerando 15). 



Macacona, para que retorne y la trabajadora María del Carmen García Mayuri, a quien tenía 

que reemplazar la demandante en el área de almacén, permanecía en su puesto de trabajo, 

esta causal de reemplazó quedo sin efecto, pues no podían permanecer 02 servidores en el 

área de almacén que realicen las mismas funciones, es por ello que se generó la Resolución 

No. 504-GRA-ICA- ESSALUD-2014 de fecha 05 de setiembre del 2014 que deja sin efecto 

la resolución N° 352-GRA-ICA-ESSALUD-2014 de fecha 04 de julio de 2014 sobre 

desplazamiento permanente de la servidora Nilda Raquel Navarro Chivilchez. c. Por lo que 

estando a la controversia debemos verificar que tipo de actos administrativos son los que no 

se ha puesto de conocimiento de la actora: i) Carta No. 059-CAP-MACACONA- OCP-GRA-

ICA-ESSALUD 2014, (fojas 160) de fecha 04 de agosto del 2014, el coordinador del centro 

de Atención Primaria I de Macacona, informa que dado el desplazamiento de la actora al 

área de almacén del Hospital IV Augusto Hernández Mendoza” de Ica, no cuenta con 

personal estadísticos que realice los informes y toda la parte administrativa que estaban a 

cargo del demandante. ii) Carta No. 715-OCPYAP-GRA-ICA-ESSALUD-2014, (obra a fojas 

159) del 13 de agosto del 2014, donde la jefe de la oficina de coordinación de prestaciones 

señala que dada la necesidad del servicio en el centro asistencial de Macacona, solicita se 

desestime la resolución de la actora que la desplaza al área de almacén del Hospital IV 

Augusto Hernández Mendoza de Ica., iii) Carta No. 048-DIS-OGy D-GRA-ICA-ESSALUD-

2014 (de fojas 158) del 20 de agosto del 2014, la Jefe de la División de Inteligencia Sanitaria, 

informe que concuerda con lo solicitante en la desestimación de la Resolución del traslado 

de la actora, ya que el CAP I de Macacona no cuenta con el personal capacitado, que realice 

la funciones en el área de estadística. Iv) Carta No. 622-OGYD-GRA-ISA ESSALUD-2014 

de fecha 19 de agosto del 2014, (de fojas 157) en la cual la Oficina de Gestión y Desarrollo 

solicita desestimar el desplazamiento de la servidora Nilda Navarro Chivilchez, v) Proveído 

No. 8557-GRA –ICA ESSALUD-2014 del 21 de agosto del 2014, mediante el cual el Gerente 

de la Red autoriza lo solicitado; por lo que estos actos administrativos no fueron puestos de 

conocimiento de la actora, al ser actos de administración propios del sistema administrativo, 

por ende no requieren de su conocimiento, habiendo puesto de conocimiento de la actora la 

Resolución No. 504-GRA-ICA-ESSALUD-2014 de fecha 05 de setiembre del 2014 que obra 

a fojas 20, que es la que deja sin efecto la resolución No. 352-GRA-ICA-ESSALUD-2014, 

de fecha 04 de julio del 2014, el desplazamiento permanente de la servidora Nilda Raquel 

Navarro Chivilchez y su traslado de retorno al centro de atención primaria I de Macacona, 

habiendo manifestado la actora que estos actos administrativos le han producido daño 

psíquico y moral al indicar que no se le considera apta para desarrollar las funciones en el 

área donde había sido desplazada, con el ánimo de hostilizarla en el desempeño de sus 

funciones, sin embargo no precisa cual sería éste perjuicio pues ni su categoría ni su 

remuneración han sufrido variación alguna, ni se vislumbra así de la prueba actuada, pues 

a la actora no se le ha trasladado a que preste servicios a un lugar geográficamente distinto, 



sino que se le ha retornado a su puesto de origen a prestar servicios como Técnico de 

Servicio Administrativo (conforme al cuadro de carrera administrativa que obra fojas 191), lo 

que evidentemente no le va a causar perjuicio si se tiene en cuenta que es la plaza que se 

le asignó luego de su traslado de la ciudad de Nasca a Ica, por lo que analizando todo ello 

no se aprecia que la intención de la emplazada haya sido perjudicarla psíquica y 

moralmente, debiendo precisarse además que estando a lo expuesto no se configura la 

causal invocada por la actora y contemplada en el inciso c) del artículo 30° del Decreto 

Supremo Nº 003-97-TR – Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo Nº 728 Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral. d. Cabe ahora analizar la razonabilidad de la 

decisión adoptada por la demandada al disponer que la actora retorne a su puesto de origen 

como Técnico de Servicio Administrativo, al respecto cabe señalar que ello se debió 

conforme se aprecia de la Resolución No. 504-GRA-ICA-ESSALUD-2014 de fecha 05 de 

setiembre del 2014 que obra a fojas 20, notificada a la actora el 12 de setiembre del 2014, 

la misma que deja sin efecto la Resolución No. 352-GRA-ICA- ESSALUD-2014, que ordena 

el desplazamiento de la actora del área de almacén del Hospital IV “ Augusto Hernández 

Mendoza” de Ica, al haber surgido la necesidad de servicio del Jefe del centro de atención 

primaria I de Macacona, para que retorne y la otra razón es que la trabajadora María del 

Carmen García de Misaray, a quien tenía que reemplazar la demandante conforme se 

aprecia de la carta No. 266-DHIV-AHM-GRA-ICA-ESSALUD-2014 de fojas 186, continuaba 

en su puesto de trabajo, en consecuencia no había a quien reemplazar, desapareciendo la 

causa objetiva que dispuso su rotación,  de lo que se desprende que la decisión de la 

emplazada no fue irracional ni arbitraria, sino que fue razonable y además, debidamente 

sustentada a lo largo del proceso con la documentación que en extenso se ha citado en 

líneas arriba. e. Por lo que, al haber desaparecido la necesidad de servicio que motivó el 

desplazamiento de la actora al área de almacén del Hospital IV “Augusto Hernández 

Mendoza de Ica, es que la actora retorna a su puesto de trabajo de Macacona, pues 

orgánicamente pertenece a la Unidad Operativa del Centro de Atención Primaria I de 

Macacona en la cual figura en el cargo de técnico de servicio Administrativo. f. Del análisis 

conjunto de los medios probatorios actuados en el proceso y en especial de los antes 

referidos podemos concluir que la decisión adoptada por la emplazada se encontró 

justificada en razón de que su retorno de la actora al centro de atención primaria I se debió 

a las razones objetivas de necesidad de servicio. A ello se debe agregar que la actora tenía 

conocimiento de que cuál era su cargo de origen y cuáles eran las labores para las cuales 

fue contratado y el hecho de que por necesidades de servicio y en uso del Poder de 

Dirección su empleador haya dispuesto que temporalmente apoye en un área Almacén del 

Hospital IV “Augusto Hernández Mendoza de Ica”, no puede de modo alguna entenderse 

como una variación de su plaza y cargo desempeñado, ya que como se ha señalado, su 

rotación obedeció a una necesidad de servicio, debidamente justificada, la cual de ningún 



modo debe entenderse como el traslado definitivo de la actora, pues la rotación es de 

carácter provisional y en tanto perdure la necesidad de servicio. g. En conclusión, podemos 

señalar que la modificación de horarios, rotaciones de personal, traslados u otras acciones 

son manifestaciones de la facultad de dirección del empleador (ius variandi) previstas por el 

artículo 9 del TUO antes indicado; sin embargo, tal prerrogativa deberá sujetarse al principio 

de razonabilidad que establece el mismo dispositivo, lo que evidencia que el hecho de que 

la demandada haya dejado sin efecto la Resolución N° 352-GRA-ICA-ESSALUD-2014 de 

fecha 04 de junio de 2014 y la decisión de retornar a la actora al CAP. Macacona constituye 

una manifestación de la facultad de dirección de la emplazada (ius variandi) previstas por el 

artículo 9 del TUO antes indicado y de ninguna manera constituye la intención de causarle 

perjuicio a la actora y por tanto no se configura los actos de hostilidad cuyo cese demanda 

la actora, pues dicha decisión se ha dado dentro del marco del principio de razonabilidad, 

por lo que a criterio de la suscrita la demanda interpuesta por la actora deviene en 

infundada.----------------------------------------------------------------------- 

SETIMO. Costas y Costos. a. El artículo 14° de la nueva Ley Procesal del Trabajo prescribe 

que, la condena en costas y costos se regula conforme a la norma procesal civil, precisando 

que el Juez exonera al prestador de servicios de costas y costos si las pretensiones 

reclamadas no superan las 70 Unidades de Referencia Procesal URP o si, en cualquier tipo 

de pretensión, el juez determina que hubo motivos razonables para demandar. b. En el 

presente caso se aprecia que la actora ha interpuesto una demanda de cese de actos de 

hostilidad, no apreciándose que haya habido mala fe por su parte, sino que actuó creyendo 

que le asistía ese derecho y por lo tanto este juzgado no lo condena al pago de costas ni 

costos.-------------------------------------------------------------------------------------- 

 

III. PARTE RESOLUTIVA. ---------------------------------------------------------------------------------- 

Por estos fundamentos, administrando Justicia a nombre de la Nación, FALLO declarando 

INFUNDADA la demanda interpuesta por Nilda Raquel Navarro Chivilchez contra la Red 

Asistencial de Ica- ESSALUD, sobre cese de actos de hostilidad. Sin costas ni costos. Así 

lo pronuncio en el Despacho del Primer Juzgado Especializado de Trabajo de Ica.----- 

 

 

 

 

 

 

 



F.      Sentencia de vista de la Sala 

 

 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE ICA 

SEGUNDA SALA CIVIL 

 

EXPEDIENTE  N°  001192-2014-0-1401-JR-LA-01 

MATERIA   : CESE DE ACTOS DE HOSTILIDAD 

DEMANDADO   : PROCURADOR DE ASUNTOS JUDICIALES DEL MINISTERIO DE SALUD 

DEMANDANTE   : NILDA RAQUEL NAVARRO CHIVILCHEZ 

PROCEDENCIA   : PRIMER JUZGADO LABORAL DE ICA 

JUEZ     : DRA. LISBET PIMENTAL DIAZ 

 

SENTENCIA DE VISTA 

 

RESOLUCIÓN Nº 13 

Ica,  veintiséis de Marzo del año dos mil quince.- 

 

VISTOS y OIDOS: Con lo expuesto en la audiencia de ley. Observándose las formalidades previstas 

por el artículo 131° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial; interviene como 

ponente la señora Juez Superior Mary Luz Del Carpio Muñoz. Tramitado el recurso de apelación 

interpuesto por la demandante, se llevó a cabo la audiencia de vista de causa, observando los 

principios de publicidad, oralidad y contradicción. Haciendo presente que a la audiencia no  concurrió 

la parte demandada ni la  trabajadora accionante, sino únicamente su abogado. Por lo que, estando a 

lo debatido en la Audiencia de Apelación de Sentencia, su estado es el de resolver; y, 

 

CONSIDERANDO: 

 

PRIMERO: Viene en grado de apelación la Sentencia (resolución número nueve) de fecha 

diecinueve de diciembre del año dos mil catorce que obra de fojas 228 a 235,  que falla declarando, 

INFUNDADA la demanda interpuesta por  NILDA RAQUEL NAVARRO CHIVILCHEZ en contra de la  



RED ASISTENCIAL ICA – ESSALUD, sobre cese de actos de hostilidad; con lo demás que contiene 

y es objeto de grado. 

 

SEGUNDO: Conforme lo preceptúa el artículo 364° del Código Procesal Civil,  el recurso de apelación 

tiene como finalidad que el Órgano Jurisdiccional Superior examine a solicitud de parte o de tercero 

legitimado la resolución que les produzca agravio con el propósito que la anule o la revoque total o 

parcialmente. En relación al recurso de apelación y a las facultades de revisión del Superior, se ha 

dejado establecido a nivel jurisprudencial que:“(…) los poderes de la instancia de alzada está presidida 

por un postulado que limita el conocimiento del Superior, recogido históricamente en el aforismo: 

tamtum appellatum, quantum devolutum, en virtud del cual, el tribunal de alzada solo puede conocer 

mediante apelación de los agravios que afectan al impugnante. La mirada del juez se haya limitada, 

por decirlo así, por la mirilla del principio dispositivo, y no está en condiciones de ver sino lo que las 

partes colocan dentro del campo visual contemplado desde esta estrecha abertura (…)” (Casación 

1336-96-Piura, publicada en El Peruano el cuatro de mayo de mil novecientos noventa y ocho, página 

874). Por ende, se entiende que el órgano judicial revisor que conoce de la apelación, se limitará a 

emitir pronunciamiento únicamente sobre los extremos  cuestionados en el recurso de 

apelación y respecto de los agravios expuestos en la apelación; siendo innecesario efectuar 

análisis o pronunciamiento sobre otros extremos de la sentencia que no fueron impugnados pues se 

entiende que las partes los han consentido.  

 

TERCERO: Revisados los actuados jurisdiccionales y de lo acontecido en la Audiencia de Apelación 

de Sentencia, se tiene que NILDA RAQUEL NAVARRO CHIVILCHEZ a través de su abogado, 

impugna la sentencia de la referencia, conforme se esgrime de fojas 238 a 244 y solicita que la misma 

se revoque la sentencia. Sustenta su pretensión impugnatoria en que: 

a. La sentencia impugnada atenta contra el principio de razonabilidad, de igualdad, al margen de 

contravenir los artículos 23° y 31° de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley N°29497. 

b. Expresa que en la sentencia no se ha tenido presente el  principio protector, pues el empleador 

concedió a la actora el derecho a que se contrae la Resolución Administrativa N° 352-

GRA-ICA; empero, unilateralmente se eliminó este derecho, mediante otro acto 

administrativo y modificando las condiciones de permanente.  

c. Hace ver que en el Segundo Considerando no se ha tenido en cuenta que, el empleador se 

niega a cumplir con la Resolución Administrativa N°352-GRA-ICA-EsSALUD 2014. 

d.  Luego indica que la A quo tergiversa la  pretensión demandada, pues el objeto de la demanda 

es exigir el cumplimento de la decisión administrativa contenida en la Resolución Administrativa 

tantas veces citada. 

e. Finalmente, indica que la Juzgadora no ha valorado los medios de  prueba ofrecidos como  

prueba por la demandante. 

  



CUARTO: Teniendo en cuenta los extremos cuestionados en los recursos de apelación obrantes en 

autos y  lo acontecido en la Audiencia de Apelación de Sentencia, consideramos necesario conocer 

los antecedentes del presente caso, esto con el fin de dotar de sustento fáctico al presente 

pronunciamiento. En tal sentido, de la revisión  de los actuados que conforman el Expediente, se tiene: 

4.1) Mediante escrito de demanda de fojas 24 a 30, NILDA RAQUEL NAVARRO CHIVILCHEZ, 

peticiona que se ordene a la Red Asistencial Ica – EsSALUD el cese de hostilidades que viene 

ejerciendo en contra de su persona, tales como: 

• No ejecutar su desplazamiento permanente conforme  a la Res. N°352-GRA-ICA-ESSALUD-

2014, ya que se ha desviado su ejecución colocándola en el cargo de manejo y administración 

del fondo fijo de la oficina de finanzas.  

• Se ordene dejar sin efecto la Res. N°504-GRA-ICA-ESSALUD-2014, que deja sin efecto el 

primer acto resolutivo y dispone su retorno a Macacona, ya que dichos actos administrativos 

se habrían materializado a sus espaldas, sin su consentimiento, causándole perjuicio psíquico 

y moral; siendo el único objetivo, hostilizarla en el desempeño de sus funciones. 

Sustenta su pretensión en que presta servicios para la Red Asistencial de Ica-ESSALUD desde el 

01.03.1997 como Técnico II, administrativo y de apoyo, Nivel T-2,  bajo el régimen laboral de la 

actividad privada, regulada por el D.Leg. 728.  Argumenta que la tranquilidad laboral se ve perturbada 

a partir de diciembre del 2013, y se agravaron en febrero del 2014, esto en virtud de haberse dictado 

actos administrativos a sus espaldas orientados a causarle daño moral  y laboral.  Finalmente, indica 

que mediante Carta Notarial de 16.08.2014, solicitó el cese de actos de hostilidad; la que fue absuelta 

y requiere pruebas de los actos de hostilidad, y contrariamente a lo peticionado se expide la Res. 

N°504-GRA-ICA-ESSALUD dejando sin efecto la Res. 352-GRA-ICA-ESSALUD.  

4.2) Por su parte la demandada contestan la demanda mediante escrito de fojas 198 a 213, 

solicitando que la demanda sea declarada infundada, por cuanto la actora no ha probado que su 

retorno a Macacona la haya alejado del lugar donde tiene establecido su hogar,  pues ella misma 

solicitó su traslado por motivos de unidad familiar y salud de su menor hijo. Alega que la demanda no 

contiene argumentos que permitan acreditar que el traslado de la actora sea un acto de hostilidad, 

pues la entidad sustenta el traslado en necesidades de servicio. Hace ver que la actora en Nazca 

estuvo reemplazando a la servidora María del Carmen García Mayuri, por lo que al  retorno de esta 

última, se dispuso que la actora regrese a la Red de Macacona en mérito a la Res. 504-GRA. 

Finalmente, niega haber seguido trámites a espaldas de la actora y que los actos administrativos 

dictados para su traslado no fueron con el fin de causarle perjuicio, ya que la actora orgánicamente 

pertenece a la Red Asistencial de Macacona.  

4.3) En cuanto a los actos del proceso, se tiene que la demanda fue  admitida a trámite mediante 

resolución número dos de fojas 35 a 36, en la que además se programó Audiencia de Conciliación, la 

misma que se llevó a cabo en los términos del Acta de fojas 214  a 215, en la que se enunciaron las 

pretensiones materia de juicio y se fijó fecha para la audiencia de juzgamiento. Así mismo, se esgrime 

del Acta de Audiencia de Juzgamiento que corre de fojas 221 a 224, de cuyo tenor se establece que 

tuvo lugar la confrontación de posiciones, la etapa probatoria, se determinaron los hechos que no 



requieren actuación probatoria y los hechos  necesitados prueba, y se procedió a la admisión los 

medios de prueba y  actuación de los mismos. En este contexto, se expide sentencia objeto del 

presente pronunciamiento. 

 

QUINTO: En este orden de cosas, teniendo en cuenta los extremos del recurso de apelación y los 

antecedentes del caso, se establece con mediana claridad que está en debate determinar si 

corresponde o no amparar la demanda de “cese de actos de hostilidad” incoada por NILDA 

RAQUEL  NAVARRO CHIVILCHEZ en contra de RED ASISTENCIAL ICA ESSALUD. Por ende, es 

preciso tener en cuenta las normas del Ordenamiento Jurídico Nacional que regulan este aspecto, así 

como los pronunciamientos jurisdiccionales que han resuelto casos homólogos y lo que explica la 

doctrina respecto de los “actos de hostilidad”. Todo ello con el objeto de dotar de sustento jurídico al 

presente pronunciamiento. En tal sentido, tenemos que:  

5.1) La relación laboral se ve afectada de manera grave e irreversible, cuando el trabajador o el 

empleador incumplen sus obligaciones y prestaciones, pues el contrato de trabajo contiene 

prestaciones recíprocas (prestación personal de servicios y pago remuneración, respectivamente), 

resultando que las partes están obligadas recíprocamente a cumplir la prestación a la que está obligada 

según el contrato de trabajo. Es así que, cuando el trabajador incumple sus obligaciones, el empleador 

está facultado para extinguir la relación laboral (por causa justa relativa con la conducta o con la 

capacidad), en estos casos estamos frente al despido directo, pues el empleador manifiesta su deseo 

de poner fin al contrato laboral. Empero, cuando el empleador es quien incumple sus obligaciones, se 

faculta al trabajador para extinguir la relación laboral, imputando al empleador la responsabilidad 

jurídica del evento, pues en este caso la terminación del vínculo laboral tiene como causa real y 

eficiente, la conducta del empleador, que prácticamente obliga al trabajador a retirarse del trabajo, en 

estos casos estamos frente a lo que, en la doctrina y la jurisprudencia, se ha venido en denominar el  

despido indirecto (aunque la denominación no tiene aceptación unánime).  

5.2) En relación al despido indirecto, a nivel doctrinario, específicamente para Plá Rodríguez, este 

tipo de despido se configura con la concurrencia de tres presupuestos o condiciones básicas:  

a. el incumplimiento del empleador, que puede consistir en violación de obligaciones, alteración 

de las condiciones contractuales o crearle al trabajador una situación insostenible; 

b. la decisión del trabajador de considerarse despedido, en razón de la gravedad del 

incumplimiento; y,  

c. el retiro de la empresa. 

5.3) En nuestro ordenamiento jurídico, específicamente en el artículo 30° del T.U.O. de  la  Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral, D.S. 003-97-TR, se hace referencia a los “actos de hostilidad 

equiparables al despido”. En esta norma se desarrollan los actos de hostilidad a la falta o 

incumplimiento del empleador, significa atribuirle una connotación de molestia, hostigamiento, 

persecución, agresión o ataque, acepciones todas ellas sinónimas, que revelan el propósito del 

empleador de lesionar la relación laboral y provocar el retiro del trabajador. En el acto de 

hostilidad hay más que incumplimiento, existe la voluntad de lograr indirectamente, lo que no 



es posible hacer directamente. En tal sentido, se evidencia que, en este caso,  el despido indirecto, 

tiene dos componentes: 

a. Un elemento objetivo que se traduce en la falta o incumplimiento del empleador (con sus 

obligaciones o con las prestaciones a su cargo) 

b. Un elemento subjetivo que se traduce en la voluntad consciente y deliberada de causar 

perjuicio, incomodidad, ambiente hostil insoportable, para que el trabajador opte por darse 

por despedido.  

5.4) En el artículo 30° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral,  enumera los actos de 

hostilidad equiparables al despido, entre ellos: 

• el traslado del trabajador a lugar distinto de aquel en el que preste habitualmente sus 

servicios, con el propósito de causarle perjuicio (en cuanto a esta causal de hostilidad, el 

artículo 50° del Reglamento de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, D.S. 001-

96-TR, precisa que:  “… el traslado contemplado en el inciso c) el artículo 63° de la Ley, es 

aquel que importa un cambio a un ámbito geográfico distinto y siempre que tenga el 

deliberado propósito de ocasionarle perjuicio al trabajador …”). 

• Los actos de discriminación por razón de sexo, raza, religión, opinión idioma, discapacidad 

o de cualquier otra índole (en cuanto a esta causal de hostilidad, el artículo 48° del 

Reglamento de la Ley  de Productividad y Competitividad Laboral, D.S. 001-96-TR, establece 

que se considera discriminatoria  una notoria desigualdad no sustentada en razones 

objetivas o el trato marcadamente diferenciado entre varios trabajadores.  

5.5) En el mismo artículo 30° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, en su último párrafo, 

se establece que:”(…) el trabajador antes de accionar judicialmente deberá emplazar por escrito 

a su empleador imputándole el acto hostilidad correspondiente, otorgándole un plazo razonable 

no menor de seis días naturales para que, efectúe su descargo o enmiende su conducta, según 

sea el caso. En concordancia con esta norma, el artículo 35° de la acotada Ley, prevé que, “(…) el 

trabajador que se considere hostilizado por cualquiera de las causales a que se refiere el 

artículo 30° de la presente Ley, podrá optar excluyentemente por: 

a. Accionar para que cese la hostilidad. Si la demanda fuese declarada fundada, se 

resolverá por el cese de la hostilidad, imponiéndose al empleador la multa que 

corresponda a la gravedad de la falta; o, 

b. La terminación del contrato de trabajo, en cuyo caso demandará el pago de la 

indemnización a que se refiere el artículo 38° de la Ley, independientemente de la multa 

y de los beneficios sociales que puedan corresponderle. 

5.6).  Finalmente, en cuanto al plazo para accionar judicialmente, en los casos de nulidad de despido 

nulo, despido arbitrario y hostilidad caduca a los treinta días naturales de producido el hecho.  Al 

respecto, en el artículo 57° del Reglamento de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, D.S. 

001-96-TR, se precisa que: “(…) el plazo de treinta (30) días naturales para accionar en caso de 

hostilidad, se computa desde el día siguiente de vencido el plazo otorgado al empleador para 

que efectúe su descargo o enmiende su conducta, según sea el caso (...)”. 



 

SEXTO: Tratamiento separado merece el “Procedimiento de Cese de Actos de Hostilidad”, en la 

etapa previa al inicio del proceso judicial. Al respecto, se ha indicado que, el trabajador que se 

considere hostilizado, por alegar alguna de las causales de hostilidad previstas expresamente en la 

ley, debe “cursar una carta de cese de actos de hostilidad a su empleador” dándole a su empleador un 

plazo de seis días, a fin que éste enmiende su conducta o cese la hostilidad. En su defecto, el 

trabajador podrá demandar, excluyentemente, el cese del acto hostilidad invocado (de estimarse 

continúa vigente el vigente el vínculo laboral); o, se dará por despedido, procediendo el  pago de la 

indemnización por despido arbitrario (concluye el vínculo laboral).  

En relación a este aspecto, es preciso indicar que, cualquiera sea la opción que pretenda el 

actor (cese del acto o darse por despedido), el trabajador está obligado a cumplir con las 

exigencias legales y procesales,  previo a recurrir al Poder Judicial. En cuanto a los requisitos 

legales, la causal que invoque el trabajador debe: 

• estar prevista en la Ley (tipicidad),  

• debe existir proporcionalidad entre el acto de hostilidad y el incumplimiento atribuible al 

empleador (cualquier incumplimiento no es causal de hostilidad); y, 

• la oportunidad para hacerse valer el despido indirecto, no debe transcurrir mucho tiempo 

entre el acto de hostilidad y la terminación de la relación laboral (inmediatez ). 

En cuanto a las exigencias procesales, se ha indicado que, el artículo 30° de la Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral, establece que la viabilidad de la acción de “Cese de Actos de 

Hostilidad” por ante el Órgano Jurisdiccional, está supeditado a que: 

• el trabajador en forma previa haya requerido por escrito a su empleador que enmiende su 

conducta o cumpla con la obligación que ha dejado de cumplir; 

• darle a su empleador un plazo razonable de seis días (plazo mínimo) para que tenga la 

oportunidad de efectuar su descargo o de enmendar su conducta. 

• Incoar la demanda de “Cese de Actos de Hostilidad”, dentro de los 30 días, contados a 

partir del vencimiento de los seis días otorgados al empleador para efectuar su descargo.  

       En relación a la omisión del procedimiento precisado precedentemente, a nivel jurisprudencial, 

se ha dejado establecido que, acarreará la declaración de improcedencia de la demanda, sea cual 

sea la acción que postule, cese del acto de hostilidad o despido indirecto. 

 

SÉPTIMO: En cuanto al trámite previo a la interposición del despido, se tiene que la actora 

cumplió con el trámite previo a la interposición de la demanda. Esto es: 

7.1)  Mediante Carta Notarial de fecha 15.08.2014 obrante a fojas 16, la trabajadora requirió el “Cese 

de los Actos de Hostilidad” que venía sufriendo, mediante actos administrativos informales y que se 

objetivizan con la Resolución N°504-GRA-ICA-2014 que deja sin efecto la Resolución N°352-GRA-

ICA-2014, que dispuso el desplazamiento permanente de la actora a la Red Asistencial de Macacona.  



7.2) Así mismo, la entidad demandada mediante Carta 1802-GRA-ICA-2014 de fecha 02.09.2013 de 

fojas 18, absuelve la carta de cese de actos de hostilidad, precisando que la actora pertenece al 

Régimen Laboral regulado por el D. Leg. 728, y en tal virtud el empleador tiene facultades para disponer 

la rotación y desplazamiento del personal con carácter permanente o temporal; es más, precisa que 

en la Quinta Cláusula del contrato de trabajo, la actora aceptó ser traslada a cualquier dependencia 

del interior del país.  Finalmente, indica que hostilidad significa conducta abusiva y agresiva y se ha 

incurrido en la situación de hecho prevista en el inciso f) del artículo 30° del D.S. 003-97-TR, “actos de 

discriminación, por razón de raza, sexo, religión, opinión o idioma”.  

7.3) Posteriormente, estando dentro de los 30 días previsto en la ley, con fecha 24.09.2014, la actora 

incoa la demanda de “Cese de actos de hostilidad”, con lo cual queda claro que, la actora ha optado 

por el primer supuesto, previsto en el artículo 35° de la Ley,  que prevé que: “(…) el trabajador que 

se considere hostilizado por cualquiera de las causales a que se refiere el artículo 30° de la 

presente Ley, podrá optar excluyentemente por: 

a. Accionar para que cese la hostilidad. Si la demanda fuese declarada fundada, se 

resolverá por el cese de la hostilidad, imponiéndose al empleador la multa que 

corresponda a la gravedad de la falta; o, 

7.4)  Con esta precisión, procederemos a evaluar el caso sublitis.  

 

OCTAVO: En cuanto a los requisitos legales, hemos indicado que la causal que invoque el trabajador 

debe: (i) estar prevista en la Ley (tipicidad); (ii) debe existir proporcionalidad entre el acto de 

hostilidad y el incumplimiento atribuible al empleador (cualquier incumplimiento no es causal de 

hostilidad); y, (iii) la oportunidad para hacerse valer el despido indirecto, no debe transcurrir mucho 

tiempo entre el acto de hostilidad y la terminación de la relación laboral (inmediatez ). 

8.1) Respecto del requisito de  tipicidad de los actos de hostilidad, según la doctrina, la legislación 

y la jurisprudencia nacional, se dice que, tanto en materia de falta grave para el despido arbitrario como 

causales para demandar el cese de actos de hostilidad, nuestra legislación adopta el principio de 

tipicidad y legalidad, que implica un sistema de enumeración taxativa para definir la falta grave y 

los actos de hostilidad, por la cual sólo se reputan falta grave o acto de hostilidad los que se 

encuentran expresamente tipificados como tales. En otros términos, aun que nos encontremos frente 

a hechos realmente graves, si no están tipificados como falta grave o como acto de hostilidad, según 

nuestro ordenamiento jurídico, no es posible adecuarlos a los supuestos previstos taxativamente en la  

ley; puesto que, en sentido estricto, no sería falta grave o acto de hostilidad, según sea el caso. 

Igualmente, debe quedar claro que el vínculo entre el principio de legalidad y tipicidad supone el  

cumplimiento de requisitos de forma y de fondo, que pueden ser clasificados en torno a la triple 

exigencia de ley previa (anterior a los hechos), ley escrita (norma expresa que prevea el supuesto de 

hecho) y ley estricta (no es posible la aplicación  analógica o extensiva).   

8.2) En tal sentido, el fundamento para exigir la observancia irrestricta de los principios de tipicidad y 

legalidad, de la falta grave o de los actos de hostilidad, es garantizar el derecho a la protección contra 



el despido arbitrario de rango constitucional y la observancia de lo previsto en el Artículo 2° inciso 

24), literal d) de la Constitución Política del Estado. 

 

NOVENO: En este contexto, procediendo a analizar el caso sublitis, luego de examinados los 

actuados judiciales y lo acontecido en la Audiencia de Juzgamiento y  Apelación de sentencia, 

respectivamente, se ha llegado a establecer que: 

9.1) En el escrito de demanda, no se ha expuesto en cuál de los supuestos previstos en el artículo 30° 

del  D.S. 003-97-TR, se subsume la conducta atribuida al empleador, catalogada como actos de 

hostilidad por la actora. En efecto,  la actora  ha invocado como sustento jurídico de su demanda  en 

forma genérica lo previsto en el artículo 30° del D.S. 003-97-TR; esto es, no ha tipificado 

adecuadamente la causal de hostilidad que invoca.  Tanto es así que, de los fundamentos de 

hecho de su demanda, fluye que: 

• Solicita el cese de actos de hostilidad que se vienen ejerciendo empleando actos 

administrativos que AGRAVIAN SU CONDICIÓN DE MUJER (ver petitorio);  

• Posteriormente, asevera que se le viene hostilizando a través de actos administrativos 

informales que se expiden a espaldas de la trabajadora; y,  

• Finalmente expresa que, sin que exista causal de deficiencia ni de su conducta, se deja sin 

efecto la resolución que la desplazaba permanentemente y se le retorna a un cargo 

donde había sido desplazada; siendo que estos actos también son contemplados por el 

inciso c) del artículo 30° del D.S. 003-97-T 

• De otro lado, en la Carta de Cese de Actos de Hostilidad de fojas 16 a 17,  la actora expresó 

que los actos de hostilidad tenían que ver con el  inciso f) del artículo 30° del D.S. 003-97-

TR, que dispone: “”(…) son actos de hostilidad equiparables al despido los siguientes: 

f) los actos de discriminación por razón de sexo, raza, religión, opinión, idioma, 

discapacidad o de cualquier otra índole (…)”. Sustentándose en que, la Resolución N° 

504-GRA-ICA-ESSALUD-2014,  deja sin efecto la Resolución N°352-GRA-ICA-2014, que 

disponía su retorno al CAP Macacona, en forma permanente, todo ello en mérito a la 

expedición de actos administrativos informales expedidos sin su conocimiento.  

 9.2) Como es fácil de advertir, la actora pretende hacer ver como acto de hostilidad de su empleador, 

el hecho de haberse dejado sin efecto y de no haberse ejecutado en sus propios términos, la 

Resolución N°352-GRA-ICA-2014. Esto amerita preguntarse  si es posible subsumir este 

planteamiento como acto de hostilidad propiamente dicho.  

9.3)  Así mismo, la demandante pretende,  con la demanda de cese actos de hostilidad,  que se ordene:  

• dejar sin efecto la Resolución N° 504-GRA-ICA-ESSALUD-2014, que deja sin efecto la 

Resolución N°352-GRA-ICA-2014, que disponía su retorno al CAP Macacona. 



• Se ejecute  en sus propios términos la Resolución N°352-GRA-ICA-2014, ya que al 

haberse dejado sin efecto y no haberse ejecutado, su empleador habría incurrido en actos 

de hostilidad.  

9.4) Sin embargo, se aprecia que la actora no ha respetado el principio de tipicidad para formular 

su demanda. Pues, no existe  claridad respecto de los actos de hostilidad en que habría incurrido su 

empleador. En efecto, se dice que encuadrarían dentro de  los previstos en el inciso c) y en el inciso 

f) del artículo 30° del D.S. 003-97-TR; empero, también se pretende que en la sentencia se dejen 

sin efecto resoluciones administrativas y que se disponga la ejecución de actos administrativos 

en sus propios términos, extremos que son inviables en el proceso ordinario laboral sobre cese 

de actos de hostilidad. En efecto, conforme se ha expuesto precedentemente,  en los procesos de 

cese de actos de hostilidad la sentencia se pronuncia únicamente sobre el cese de los actos de 

hostilidad y, de ser grave, se puede imponer una multa al empleador, conforme al artículo 30° del 

D.S. 003-97-TR.  

 

DÉCIMO: De otro lado, teniendo en cuenta que se pretende dejar sin efecto y ejecutar Resoluciones 

Administrativas dictadas, con fecha 04.07.2014 y 05.09.2014; tampoco estaría presente el requisito de   

la oportunidad para hacer valer el cese de hostilidad: 

10.1)  En efecto, el requisito de inmediatez o más propiamente de oportunidad, consiste en atribuir en 

un plazo prudencial la conducta infractora (falta grave o acto de hostilidad), esto es no debe transcurrir 

mucho tiempo entre la comisión de la falta grave o el acto de hostilidad para imputarlo (según 

corresponda al trabajador o al empleador).  

10.2) En el caso de autos, ocurre que la actora solicita que se deje sin efecto la Resolución N° 504-

GRA-ICA-ESSALUD-2014 (05.09.2014); empero, esta resolución se expidió pocos días antes de que 

la actora postule su demanda y no fue mencionada en la Carta de Cese de Actos de Hostilidad; 

por lo que, la actora carecería de interés para obrar y recurrir al Poder Judicial cuestionando dicha 

resolución administrativa  (puesto que, tratándose de actos administrativos, es  preciso el 

agotamiento de la vía administrativa previo a recurrir al Poder Judicial – falta de interés para obrar).  

En cuanto al pedido que se ejecute en sus propios términos la Resolución N°352-GRA-ICA-2014 

(04.07.2014),  se aprecia que a la fecha en que se interpone la demanda, habrían transcurrido más 

de dos meses; por lo que no existiría inmediatez para exigir que se ejecute de inmediato; pues,  no 

debe transcurrir mucho tiempo entre el acto de hostilidad y el requerimiento del cese de los actos de 

hostilidad (inmediatez); máxime si, conforme se ha puesto en evidencia, dicha resolución fue 

declarada nula y aún en el caso de dejarse sin efecto la resolución N°504-GRA-ICA-ESSALUD-2014,  

la que se declaró nula no podría recobrar su vigencia (Artículo I, del Título Preliminar del Código 

Civil “… por la derogación de una ley no recobran vigencia las que ella hubiere derogado …”).  

10.3) En este orden de ideas, se establece que la actora ha pretendido hacer ver  la conducta de su 

empleador como acto  de hostilidad; empero, llevada a cabo la subsunción de la conducta atribuida a 

su empleador, se concluye que lo sustentado en el escrito de demanda no encuadra  dentro de 



los supuestos previstos en el artículo 30° del D.S. 003-97-TR; ya que, lo que en el fondo se 

pretende, es que a través de  una sentencia se deje sin efecto la  Resolución N° 504-GRA-ICA-

ESSALUD-2014 (05.09.2014); y, que se ejecute en sus propios términos la Resolución N°352-

GRA-ICA-2014 (04.07.2014), lo que no es viable obtener a través de la vía del proceso ordinario 

laboral. 

 

UNDÉCIMO: En efecto, conforme a lo previsto en el artículo 4° y artículo 5° del T.U.O. de la Ley del 

Proceso Contencioso Administrativo, D.S. N°013-2008-JUS,  procede la demanda contencioso 

administrativa contra toda actuación realizada en ejercicio de potestades administrativas. Son 

impugnables en este proceso las siguientes actuaciones administrativas:  

• Los actos administrativos y cualquier otra declaración administrativa 

• La actuación material de ejecución de actos administrativos que transgreden principios o 

normas del ordenamiento jurídico.  

• Las actuaciones administrativas sobre el personal dependiente al servicio de la 

administración pública.   

Así mismo, se dispone que en el proceso contencioso administrativo, podrán  plantearse 

pretensiones con el objeto de obtener lo siguiente: 

• La declaración de nulidad, total o parcial o ineficacia de actos administrativos.  

• El reconocimiento o restablecimiento del derecho o interés jurídicamente tutelado y la 

adopción de las medidas o actos necesarios  para tales fines 

• Se ordene a la administración pública la realización de una determinada actuación a la 

que se encuentre obligada por mandato de la ley o en virtud de acto administrativo firme.  

 

DUODÉCIMO: En este contexto, se tiene que la actora no  ha cumplido con señalar  ni sustentar 

con arreglo a ley,  el acto de hostilidad en que habría incurrido su empleador; y, advirtiéndose 

que se ha pretendido hacer ver como acto de hostilidad, la expedición e inejecución de sendos actos 

administrativos, se evidencia que no existe conexión lógica entre los fundamentos de hecho con 

el petitorio de la demanda (lo que se colige con la sola lectura de su escrito de demanda), lo que ha 

sido esclarecido  con lo vertido por el Abogado de la Defensa Técnica de la demandante en 

Audiencia de Apelación de Sentencia; por lo que estamos frente a la causal prevista en el inciso 5) 

del artículo 427° del Código Procesal Civil (falta de conexión lógica entre los hechos y el petitorio). 

Siendo esto así,  debe revocarse la sentencia impugnada y declarar  improcedente la demanda; sin 

perjuicio de dejar a salvo el derecho de la actora  para que lo haga valer en la vía legal correspondiente, 

conforme a lo enunciado en el Undécimo Considerando. 

  

   POR ESTAS CONSIDERACIONES: 

 



REVOCAR la Sentencia (resolución número nueve) de fecha diecinueve de diciembre del año dos 

mil catorce que obra de fojas 228 a 235,  que falla declarando, INFUNDADA la demanda interpuesta 

por  NILDA RAQUEL NAVARRO CHIVILCHEZ en contra de la  RED ASISTENCIAL ICA – ESSALUD, 

sobre cese de actos de hostilidad; y, REFORMÁNDOLA declararon IMROCEDENTE la demanda, sin 

perjuicio de dejar a salvo el derecho de la actora para que lo haga valer en la vía legal correspondiente; 

y,  los devolvieron.  

S.S. 

JUAREZ TICONA 

DEL CARPIO MUÑOZ 

ZÁRATE ZÚÑIGA  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

G.      Resolución de la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema 

 

 



 



 


